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1. INTRODUCCIÓN. 

 

Teniendo en cuenta la importante facultad que tienen todas las personas de acudir al 

arbitraje como mecanismo alternativo de solución de conflictos heterocompositivo, 

desde el mismo marco constitucional1 y habilitar a unos particulares para administrar 

justicia de manera transitoria o temporal, para un caso particular y concreto2. 

 

Como un claro ejemplo de la autonomía de la voluntad privada, implica 

necesariamente la responsabilidad inherente que tal facultad conlleva y/u obligación 

de observar ciertos límites, la cual abordarán con total diligencia en el sentido de que 

estos deben tener plena claridad sobre los efectos jurídicos que tal decisión acarrea 

para ellos como involucrados en el pacto arbitral, el hecho de acudir a la justicia 

arbitral para dirimir su controversia, así como, de las consecuencias jurídicas 3 , 

económicas y de tiempo que de ella se derivan. 

 

La facultad de habilitación de particulares denominados árbitros de que gozan las 

partes para la resolución de sus conflictos, como clara manifestación de la 

autonomía de la voluntad privada, frente al poder jurisdiccional administrado por el 

Estado como un servicio público y que garantiza nuestro actual marco constitucional, 

conlleva una serie de obligaciones implícitas que sujetas a unos parámetros o límites 

establecidos por el mismo ordenamiento jurídico, garantizan que la decisión de 

                                            
1
REY VALLEJO, Pablo, El arbitraje y los ordenamientos jurídicos en Latinoamérica: un estudio sobre 

formalización y judicialización, 126 Vniversitas, 199-237 (2013). En Colombia, la consagración del 
arbitraje en la Constitución Política de 1991 se constituyó en una novedad frente a la Constitución 
Política de 1886, la cual no preveía de manera expresa el arbitraje en su texto

36
. No obstante lo 

anterior, en términos de la Corte Suprema de Justicia, juez constitucional de la época, su 
constitucionalidad estaba plenamente sustentada en el artículo 60 de la Carta de 1886, en el que se 
incluía la expresión: “y demás Tribunales y Juzgados que establezca la ley”, ejercen poder judicial.

37.
 

2
COMITÉ COLOMBIANO DE ARBITRAJE, MAYORCA ESCOBAR, Carlos, Estatuto arbitral 

colombiano, análisis y aplicación de la Ley 1563 de 2012, Legis Editores S.A., Colombia, 2013, 
primera edición. Págs. 2-3.  
3
COMITÉ COLOMBIANO DE ARBITRAJE, MARTÍNEZ NEIRA, Néstor, Estatuto arbitral colombiano, 

análisis y aplicación de la Ley 1563 de 2012, Legis Editores S.A., Colombia, 2013, primera edición. 
Págs. 37-39. 
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acudir al arbitraje como mecanismo alternativo de solución de conflictos particulares 

y concretos y para que dicha resolución de sus controversias surta plenos efectos4. 

 

Por lo tanto, los particulares que decidan de manera libre y voluntaria ejercer tal 

prerrogativa, deben observar los parámetros mínimos establecidos por el 

ordenamiento jurídico con el fin de materializar tal decisión de estipular 

consensualmente que una vez surjan o surja algún evento que no puedan solucionar 

directamente entre ellos, habilitan tal resolución en un grupo de particulares que a 

través de un procedimiento resolverán de manera definitiva la diferencia. 

 

Para que la estipulación que hacen los particulares respecto del arbitraje como 

mecanismo alternativo de solución de conflictos surta plenos efectos, se deben 

observar una serie de parámetros preestablecidos para la configuración y 

materialización de la decisión particular, dado que su inobservancia acarrearía 

consecuencias que aún no queridas por las partes afectarían la estipulación 

voluntaria5. 

 

A través de la presente investigación se pretende concatenar todos los parámetros 

de mínima observancia y necesarios para la concreción de un pacto arbitral bien sea 

a través de un compromiso como negocio jurídico propiamente dicho o su inclusión 

como cláusula compromisoria parte de un negocio jurídico específico. 

 

La necesidad de conocer sobre las reglas establecidas y que los particulares deben 

observar al estipular un pacto arbitral de tal manera que su formulación surta los 

efectos queridos por las partes y sirva de plena prueba de la intención 

voluntariamente consensuada de acudir al arbitraje en caso de controversia, actual o 

futura, que una vez surja la diferencia la estipulación esté técnicamente elaborada, 

                                            
4
COMITÉ COLOMBIANO DE ARBITRAJE, MARTÍNEZ NEIRA, Néstor, Estatuto arbitral colombiano, 

análisis y aplicación de la Ley 1563 de 2012, Legis Editores S.A., Colombia, 2013, primera edición. 
Págs. 37-39. 
5
COMITÉ COLOMBIANO DE ARBITRAJE, MARTÍNEZ NEIRA, Néstor, Estatuto arbitral colombiano, 

análisis y aplicación de la Ley 1563 de 2012, Legis Editores S.A., Colombia, 2013, primera edición. 
Págs. 37-39. 
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sea fiel a la real intención de los contratantes para que si su decisión era la de acudir 

a este mecanismo alternativo de solución de conflictos en ejercicio de la autonomía 

de su voluntad, que esta sea clara, expresa y que no se encuentre afectada o 

carente de algún elemento que la invaliden o no le permita alcanzar los efectos que 

la intención de los contratantes quiso darle. 

 

A través de esta investigación se pretende ofrecer una fuente confiable a los 

interesados en estipular un pacto arbitral sobre los elementos, reglas, parámetros y 

requisitos mínimos observables al momento de su elaboración con el fin de evitar los 

defectos que invaliden la manifestación de voluntad y contribuir a los fines por los 

cuales desde el marco constitucional se configuró la posibilidad de que los 

particulares pudieran decidir habilitar distintamente del aparato estatal de 

administración de justicia y que surtiera los mismos efectos jurisdiccionales que las 

controversias sometidas a la justicia administrada por el Estado.  

 

Partiendo de la base que aún existe un vacío en cuanto a la divulgación de este 

mecanismo y que en varias oportunidades he tenido la experiencia de ver que está 

previamente incluido en minutas de uso ordinario como las de compraventa, 

arrendamiento o mutuo pero sin la mínima idea de su alcance y el contenido mínimo 

necesario que debe tener, además de la plena conciencia sobre esta importante 

decisión en el ejercicio de la autonomía privada y las trascendentales consecuencias 

que ello podría acarrear para el manejo de las relaciones que tienen las partes y lo 

que la desinformación sobre este podría ocasionar de ocurrir el eventual conflicto.     

 

Igualmente este trabajo permite abordar el tema del pacto arbitral en un lenguaje un 

poco más sencillo, incluso para aquellos interesados en este asunto que tengan 

mínimos o nulos conocimientos en derecho, como ordinariamente ocurre, para que 

puedan tomar la decisión de habilitar a unos particulares para la solución de un 

conflicto presente o de eventuales conflictos con un visión más clara, sobre su 

posibilidad, alcance, límites, eventuales ventajas y desventajas.  
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2. PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN. 

 

Con la entrada en vigencia de la Ley 1563 de 2012 – Estatuto de Arbitraje Nacional e 

Internacional, se compiló en una sola norma todo lo que hasta ese momento se 

encontraba disperso en una serie de disposiciones que regentaban el arbitraje, 

igualmente como la norma se gestó al interior de una comisión delegada por el 

gobierno con el fin de ajustar la regulación sobre arbitraje en armonía con la 

actualidad de este mecanismo alternativo.  

 

Aunque con el nuevo estatuto se mantuvieron muchas de las normas que la comisión 

consideró que debían permanecer con ciertas modificaciones, algunas de mayor o 

menor calado, lo cierto es que también se introdujeron una serie de cambios 

sustancialmente considerables que requieren de una consideración por parte de las 

personas interesadas en acudir a este mecanismo alternativo de solución de 

conflictos, para zanjar sus diferendos actuales o futuras en lo que esté en su 

capacidad de disponer como materia objeto de arbitraje 6 . Por otra parte 

considerando  los importantes cambios introducidos en la jurisdicción ordinaria con la 

expedición del Código General del Proceso.     

 

Teniendo en cuenta la anterior disertación se hace necesario estudiar el nuevo 

estatuto para que permita a los sujetos interesados en este mecanismo alternativo de 

solución de conflictos, tomar una decisión consciente de lo que significa un pacto 

arbitral, las consecuencias que esta decisión conlleva e igualmente lo que se debe 

tener en cuenta para que dicho pacto tenga plena existencia y validez al momento de 

ser necesario para conocer la intención de las partes que lo han estipulado y que su 

contenido y alcance se compadezca con la real intención de los pactantes.  

 

El problema que se pretende abordar consiste entonces principalmente en la falta de 

una herramienta que permita a los interesados en estipular un pacto arbitral, el 

                                            
6
COMITÉ COLOMBIANO DE ARBITRAJE, ESGUERRA PORTOCARRERO, Humberto, Estatuto 

arbitral colombiano, análisis y aplicación de la Ley 1563 de 2012, Legis Editores S.A., Colombia, 2013, 
primera edición. Prologo.  
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conocimiento necesario para tomar esta importante decisión sobre las relaciones 

entre estos, sin tener necesariamente que tener formación en derecho o que tengan 

que acudir a un profesional de esta disciplina para poder hacer dicho pacto.  

 

Por otra parte no hay suficiente despliegue sobre el conocimiento de esta disposición 

hacia los interesados, es decir que si no se conoce sobre este mecanismo, está 

siendo ignorado como tal para la solución de diferendos con la consecuencia de no 

estar aportando como se quisiera a su espíritu inicial, que consiste en ayudar en 

cierta medida a la actual crisis de la justicia institucional.        

 

Ahora este desconocimiento también está afectando ciertos pactos arbitrales que se 

han estipulado, ya que la carencia o defecto de alguno de sus elementos 

(esenciales, de la naturaleza o accidentales), han terminado finalmente afectando su 

existencia o validez, acabando con lo que la voluntad de las partes quería lograr, 

desnaturalizando su finalidad como mecanismo alternativo.   

 

Finalmente también existe un grado de desconocimiento en cuanto a la 

consideración del tiempo que puede tardar un tribunal en tomar una decisión de 

fondo sobre el asunto elevado a su conocimiento frente a lo que generalmente se 

podría tardar la resolución del mismo asunto por parte de la justicia administrada por 

el Estado. 

 

Otro de los aspectos a considerar sobre el que no se tiene el conocimiento suficiente 

es el económico, es decir cuánto puede costar para las partes el acudir a este 

mecanismo alternativo de solución de conflictos frente al costo que tiene al someter 

el asunto a la jurisdicción ordinaria.  

 

Así entonces el problema jurídico se plantea así: ¿Los sujetos que pueden pactar 

arbitraje para resolver sus controversias, conocen de la existencia de este 

mecanismo y/o de sus actuales bondades o desventajas frente a la jurisdicción 

ordinaria?, ¿Aquellos que han resuelto pactar arbitraje para resolver sus diferencias 
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actuales o futuras, lo han hecho en debida forma y conocen el alcance y 

consecuencias de su decisión, cuáles son los límites que tienen frente al pacto 

arbitral y qué está a su disposición para ser definido por los ellos?. 

 

2.1. Delimitación. 

 

A partir del anterior panorama, es necesario, si no descubrir otros métodos 

alternativos de solución de conflictos, por lo menos conocer y socializar los 

existentes como el arbitraje, para presentarlo como una buena herramienta que 

permite acceder a una administración de justicia que se acerque un poco más a lo 

real y material, superando las deficiencias que en cuanto a su conocimiento se han 

descubierto, al pactar este método, como son la falta de sus elementos, su trasegar 

histórico y normativo – incluido su contenido actual, normativamente hablando y su 

parangón con la jurisdicción ordinaria a partir de su regulación actual. 

 

2.2. Pregunta de Investigación. 

 

¿Cuáles son las actuales bondades y/o desventajas del arbitraje comercial nacional, 

como mecanismo alternativo de resolución de conflictos en el ámbito colombiano 

frente a la jurisdicción ordinaria, cómo se pacta en debida forma y sobre qué asuntos 

puede versar? 

 

2.3. Hipótesis. 

 

Los comerciantes y empresarios en su mayoría, no conocen el alcance del arbitraje 

nacional – pacto arbitral, como solución alternativa de conflictos, los términos legales 

que puede durar un arbitraje, su factor económico, su contenido y alcance, lo que 

está a su disposición para regular y sus límites, las actuales bondades y desventajas 

de este mecanismo frente a la jurisdicción ordinaria. Al ampliar esta información con 

su contenido actual, se permitirían más consideraciones de pacto arbitral y si 

realmente sería o no una posibilidad real. 
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3. JUSTIFICACIÓN. 

 

El arbitraje como mecanismo alternativo de solución de conflictos debe ser más 

ampliamente conocido y comprendido por la generalidad del conglomerado social 

precisamente como alternativa al momento de querer resolver controversias 

susceptibles de este, dadas las actuales vicisitudes de nuestra jurisdicción ordinaria, 

ya que con este fin que el ordenamiento jurídico contempla estos mecanismos, con 

el fin de brindar a los asociados una serie de alternativas para que estos finalmente 

decidan qué camino quieren seguir. 

 

A pesar de la evidente muestra de voluntad política que se pudo apreciar por el 

interés en expedir un estatuto que de arbitraje que recopilara y en cierta medida 

actualizara su regulación a las necesidades más recientes sobre esta materia, dicho 

estatuto queda en desuso si no se divulga más ampliamente el mecanismo 

alternativo de solución de conflictos que regula, para que se pueda apreciar como 

una posibilidad real y plausible que sea realmente considerada por los particulares a 

quienes va dirigida esta disposición.  

 

Ante los evidentes problemas que ha presentado últimamente la jurisdicción 

administrada por el Estado y hoy por hoy la tiene sumida en una crisis de gran 

magnitud, es totalmente necesario para solucionar muchos de estos traumatismos el 

impulsar el uso o por lo menos la consideración de los mecanismos alternativos de 

solución de conflictos como aliciente de la jurisdicción institucionaliza de tal manera 

que no todos los conflictos que se susciten, termine confluyendo y agudizando el 

evidente estado de las cosas.  

 

Es verdad que la doctrina sobre arbitraje que existe en la actualidad es bastante 

nutrida, sin embargo mucha de esta es demasiado especializada y en la mayoría de 

los casos sumamente extensa como para que le sea útil a personas sin formación en 

derecho, cuando en la realidad los usuarios un mecanismo alternativo de solución de 

conflictos como el arbitraje son las más de las veces personas con conocimientos 
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limitados en derecho, situación esta que logra desmotivar o no considerar el acudir a 

este mecanismo.  

 

Igualmente al ser el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional de reciente 

expedición es mucho lo que se podría decir ya que este trajo modificaciones 

sustancialmente considerables respecto de la regulación anterior y que estas se 

incluyeron en este con el fin de tratar de superar problemas que se venían 

presentando anteriormente, igualmente considerando la jurisprudencia emitida por la 

Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional.  

 

Precisamente uno de los cambios sustanciales que es necesario contemplar para 

este estudio es el hecho de que el nuevo estatuto señaló expresamente que «el 

pacto arbitral es un negocio jurídico», incluyendo tácitamente al considerar el tema 

toda la teoría general que sobre el negocio jurídico se ha desarrollado, por ejemplo 

todo lo relacionado en cuanto a la existencia, la validez, su interpretación y las 

sanciones que por defectos en cualquiera de estos ítems se le deben imponer, 

haciendo totalmente útil y necesario el estudio específico de este «negocio jurídico». 
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4. OBJETIVOS. 

 

4.1. Objetivo General 

 

El presente trabajo de investigación busca estudiar la institución jurídica del arbitraje 

comercial en Colombia – pacto arbitral, en el Estatuto de Arbitraje Nacional e 

Internacional, frente a la jurisdicción ordinaria a partir de la expedición del Código 

General del Proceso, como mecanismo alternativo real, de solución de conflictos y 

sus principales bondades y desventajas frente a la Jurisdicción Administrada por el 

Estado, considerando sus antecedentes históricos nacionales, para concluir con una 

herramienta fiable, útil y escrita de la forma más sencilla posible con el fin de que 

pueda ser consultada y fácilmente comprendida por personas incluso sin 

conocimientos específicos en la disciplina del derecho. 

 

4.2. Objetivos específicos 

 

4.2.1. Elaborar un estudio de los antecedentes normativos y el régimen 

actual sobre arbitraje nacional – Ley 1563 de 2012, considerando las 

principales decisiones jurisprudenciales emitidas y los estudios 

doctrinales más destacados sobre el mismo tema. 

 

4.2.2. Caracterizar el pacto arbitral como negocio jurídico, según el régimen 

vigente (Ley 1563 de 2012), estableciendo cuales serían entonces 

sus elementos esenciales, de la naturaleza y accidentales a partir de 

la teoría general del negocio jurídico. 

 

4.2.3. Identificar las principales bondades y desventajas del arbitraje 

comercial nacional – pacto arbitral, como mecanismo alternativo de 

solución de conflictos frente a la Jurisdicción Ordinaria a partir de la 

expedición del Código General del Proceso, pretendiendo con ello 
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ampliar el conocimiento del este método para la generalidad del 

conglomerado social. 

 

5. MARCO REFERENCIAL. 

 

5.1. Estado del arte 

 

Ante las evidentes vicisitudes por las que ha pasado el servicio público de 

administración de justicia en cabeza del Estado y que en la actualidad persisten e 

incluso se han agudizado, desde ya hacer varios años se ha estado trabajando 

arduamente, desde las instituciones – con la sanción de una serie de normas, en 

varios de los casos mediante la conformación de comisiones especiales para tal fin7. 

 

Con la creación de centros especializados, con la expedición de un nutrido desarrollo 

jurisprudencial y desde luego la academia, - con la creación de grupos de 

investigación, la promulgación de una cantidad considerable de textos, trabajos de 

investigación, publicación de artículos en revistas, periódicos y por supuesto 

apoyando la conformación de las comisiones encargadas especialmente para la 

creación de disposiciones que sirvan para implementar de la mejor manera posible 

las nuevas disposiciones -, por establecer y dar plena validez a varios Mecanismos 

Alternativos de Solución de Conflictos como la conciliación, la mediación, la amigable 

composición, la transacción y el arbitraje entre otros, y al cual nos referiremos 

especialmente por ser el objeto de este trabajo de investigación.  

 

Como lo que se pretende con este trabajo es estudiar principalmente el Mecanismo 

Alternativo de Solución de Conflictos del Arbitraje en la actualidad, consideraremos el 

estado del arte en los años más próximos y anteriores a la expedición del actual 

Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional, Ley 1563 de 2012, igualmente los que 

se han elaborado con posterioridad a la promulgación de este.   

                                            
7
LÓPEZ BLANCO, Hernán. Proceso arbitral nacional. Dupre Editores Ltda. Bogotá, D.C., 2013., Pág. 

27-28.  
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Como veremos el arbitraje ha revestido particular interés de varios autores 

doctrinantes de los cuales se destacan, - trabajos publicados antes de la expedición 

de la Ley 1563 de 2012 -, los siguientes; Manual de Arbitraje en Colombia – teoría y 

práctica del doctor Rodrigo Becerra Toro, El Arbitraje en el Derecho Colombiano del 

doctor Julio J. Benetti Salgar, El Arbitraje – alternativa actual del doctor Rafael Bernal 

G., Nuevo Régimen de Arbitramento del Doctor Jorge Hernán Gil, El Contrato de 

Arbitraje, La formación del consentimiento con relación al contrato de arbitraje del 

doctor Arturo Sanabria Gómez, Arbitraje del doctor Héctor Darío Arévalo Reyes, - 

Trabajos elaborados con posterioridad a la Ley 1563 de 2012, los siguientes; 

Comentarios al Estatuto de Arbitraje y Amigable Composición – ley 1563 de 2012 del 

doctor Gabriel Correa Arango, Arbitraje Nacional e Internacional, mecanismo 

alternativo para la solución de conflictos de la doctora Martha Eugenia Lezcano 

Miranda,      

 

Por otro lado, se destacan los artículos publicados en periódicos y en revistas sobre 

la materia en nuestro país como el periódico Ámbito Jurídico de la reconocida 

Editorial Legis Editores, y la revista de la Cámara de Comercio de Bogotá, D.C.  

 

Por resaltar el apoyo en favor del conocimiento y la divulgación del arbitraje que han 

prestado las cámaras de comercio, como organizadores y promotores de 

conferencias, charlas, simposios, tertulias, publicación de artículos, en sus revistas 

entre otras, participación y apoyo a las comisiones especiales encargadas de 

elaborar los proyectos de disposiciones que regenten este asunto.     

 

Desde la academia colombiana también se ha aportado al conocimiento y la 

divulgación del arbitraje, incluyendo en su contenido programático la materia sobre el 

arbitraje o a través de la organización de conferencias, charlas, simposios, tertulias, 

publicación de artículos, en sus revistas entre otras.  

 

Por su parte desde las altas cortes de nuestro país (Corte Constitucional, Corte 

Suprema de Justicia y Consejo de Estado), se han emitido sendos pronunciamientos 
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sobre el arbitraje como Mecanismo Alternativo de Solución de Conflictos, su 

naturaleza, existencia, validez, eficiencia, eficacia, alcance, asuntos que se pueden 

someter a este, la calidad de los árbitros, asuntos relacionados con los laudos que se 

emiten entre otros aspectos que por no mencionarse dejarían de ser importantes.   

 

5.2. Marco Teórico 

 

El arbitraje como mecanismo alternativo de solución de conflictos ha sido 

ampliamente estudiado en nuestro país y su antecedente más remoto en nuestro 

ordenamiento es de vieja data  (1890), como lo advierte Arévalo Reyes (2012).  

 

A lo largo de este tiempo ha tenido sendas variaciones pero también se han 

mantenido algunas de sus principales características, pues si vemos como se 

consideraba en la Ley 105 de 1890 que señalaba que se Podían someter a la 

decisión arbitral aquellas controversias que se suscitaran entre personas capaces de 

transigir y para los casos en que la ley permitiera la transacción. 

 

Igualmente señalaba que el pacto arbitral podía adoptarse antes o después de que 

las partes iniciaran el pleito sobre la controversia y que una vez adoptado se 

procedería como se expresa en este. 

 

Si lo comparamos con el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional Ley 1563 de 

2012 que expresa que: 

 

Es un mecanismo alternativo de solución de conflictos a través del cual, las partes 

defieren a particulares embestido transitoriamente de la facultad de administrar 

justicia (árbitros) la solución de una controversia, relativa a asuntos de libre 

disposición o aquellos que la ley autorice. 

 

Podemos encontrar ciertos elementos que se han mantenido con mínimas 

variaciones, 1. Que pactar arbitraje para resolver controversias entre las partes está 
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en el campo de la autónoma de su voluntad. 2. El hecho de que existe restricción 

sobre los asuntos que pueden ser sometidos a este. Características del pacto arbitral 

que han perdurado a través del tiempo.  

 

Ahora constitucionalmente antes de la expedición de nuestra Constitución Política de 

1991, nunca antes se había contemplado el arbitraje en su texto, sin perjuicio de que 

como ya se ha podido señalar, existiera en nuestro ordenamiento hace bastante 

tiempo, quedando incluida en su artículo 116, como que los particulares pueden ser 

investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de 

árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los 

términos que determine la Ley, posición aceptada por Lezcano Miranda (2016).      

 

Como mecanismo alternativo para la solución de controversias ha sido una de las 

instituciones más sólidas establecidas en el derecho positivo, ya que goza de gran 

prestigio por sus bondades de agilidad y eficacia para resolver conflictos, 

representando incluso la salvaguarda del mismo orden social, a cuyo mantenimiento 

y restablecimiento contribuyen los árbitros a veces más oportuna y objetivamente 

que los mismos jueces como lo señala Correa Arango (2013).  

 

Inclusión constitucional que aunque superflua resulta útil, por cuanto cierra la puerta 

sobre la constitucionalidad de este Mecanismo Alternativo de Solución de Conflictos, 

pues los árbitros no forman parte de los tribunales a los cuales la misma constitución 

atribuye ordinariamente la función de administrar justicia, sin embargo de haber 

omitido tal inclusión, tampoco habría controversia al respecto pues la doctrina de la 

Corte Suprema de Justicia conserva vigencia con la Constitución Política de 1991, 

puesto que no le es contraria, según lo manifiesta Benetti Salgar (2009).  

 

Antes de la expedición del Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional, la 

regulación sobre arbitraje se encontraba difuminada en una seria de normas que en 

ocasiones resultaba difícil de observar en conjunto al momento de su aplicación, 

situación advertida al momento de preparar el proyecto de estatuto al interior de la 
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comisión especialmente conformada por el gobierno para tal fin, entonces uno de los 

primeros objetivos de la comisión fue precisamente compilar en un solo cuerpo 

normativo todo lo relacionado con la regulación sobre arbitraje. 

 

Es por tanto que en la actualidad la regulación de la materia de arbitraje nacional se 

encuentra compilada en un solo estatuto, permitiendo su mayor y mejor observancia, 

igualmente para la preparación del proyecto por parte de la comisión, integrada por 

destacados y reconocidos expertos sobre muchos de los aspectos que involucra el 

arbitraje 

 

Como otro de los objetivos se planteó superar y actualizar a la realidad más reciente, 

las disposiciones que regentarían la materia, observando lo que estaba sucediendo 

en la práctica, los importantes pronunciamientos jurisprudenciales de nuestras altas 

cortes (Corte Constitucional, Corte Suprema de Justicia y Consejo de Estado), y las 

principales falencias advertidas por la doctrina especializada en el tema.  

 

Sin embargo a partir del Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional – Ley 1563 de 

2012, también han llovido una serie de críticas, como la que presenta Correa Arango 

(2013), ensayo con el que pretende demostrar que el arbitraje como Método 

Alternativo de Solución de Conflictos, presenta complejidades, dudas y vacíos de 

índole práctica, interpretativa y doctrinal a cuya aclaración pretende por lo menos 

contribuir.  

 

A partir del anterior marco se pretende abordar el estudio del arbitraje nacional como 

mecanismo alternativo de solución de conflictos, de la mejor y más sencilla forma 

posible con el fin de brindar una herramienta para todo tipo de individuo interesado 

en considerar una alternativa a la Jurisdicción Ordinaria en aras del interés particular 

e indirectamente del interés común dadas las constantes y actuales complicaciones 

que presenta la administración de justicia en cabeza del Estado.   
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5.3. Marco histórico 

 

5.3.1. Antecedentes históricos del arbitraje. 

 

En las primeras sociedades no existe antecedente sobre arbitraje, en estas para la 

solución de controversias se acudía a la fuerza8, se tiene como antecedente para la 

doctrina que el arbitraje y la conciliación serían las primeras formas para resolver los 

conflictos jurídicos que surgían de la vida en comunidad, dejando de lado otros 

métodos de justicia elemental, como ejercerla por su propia mano o la venganza 

privada 9 , acordando entre las partes someter sus diferencias a la decisión de 

terceros que eran personas destacadas de la sociedad, generalmente personas 

mayores, que sin potestad, ni poder coercitivo, tan solo la voluntad de las partes que 

le brindaban la obligatoriedad a su decisión. 

 

Con el tiempo se va perfeccionando la organización social y el arbitraje da origen a la 

institucionalidad de la administración de justicia en cabeza del Estado como una de 

sus funciones permanentes, para la tutela de los derechos de los asociados, sin 

embargo aunque asignada esta función a los jueces, no fue razón suficiente para 

que el arbitraje desapareciera, es más hoy día en la mayoría de los sistemas 

jurídicos está contemplado como institución útil para la solución de muchos de los 

conflictos. 

 

Se dice igualmente sobre el origen religioso del arbitraje, ya que en las primeras 

comunidades el poder político, actuaba de la mano de la religión, por ejemplo que 

siguiendo la tradición judía los cristianos acogieron la costumbre de someter a la 

decisión del obispo la solución de sus conflictos  por la confianza que este le 

inspiraba. En la comunidad judía el arbitraje conserva su cariz religioso, ya que el 

                                            
8
LEZCANO MIRANDA, Martha E., Arbitraje Nacional e Internacional, Fondo Editorial Fundación 

Universitaria Autónoma de las Américas, 2016. Pág. 21.  
9
BENETTI SALGAR, Julio J., El Arbitraje en el Derecho Colombiano, Cámara de Comercio de Bogotá, 

2009. Pág. 34.  
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rabino puede servir de árbitro en las decisiones que se someten a su decisión10, en 

Grecia, Existen relatos que narran los conflictos entre héroes mitológicos, estos eran 

solucionados por terceros, sabios elegidos por los propios contendientes, dando 

origen a la institución allí, uno de los antecedentes más importantes fue el acuerdo 

del 243 a. C., entre atenienses y beocios, acordando someter sus diferencias a la 

ciudad de Lamia11.  

 

Ahora en Roma, el proceso privado se consolidó como sistema para solucionar en 

forma pacífica las controversias surgidas entre familiares o entre familias, las partes 

delimitaban el asunto en litigio a través de un contrato arbitral, para que un órgano 

privado designado por las partes, tomara la decisión a la que las partes se habían 

obligado cumplir12. 

 

Mediante el procedimiento In iure que procura el acuerdo entre las partes para 

precisar el objeto del litigio y someterse al fallo que se profiera, el Estado no impone 

la solución ni obliga a las partes a recurrir a él, sin embargo como el Juez carecía de 

poder coercitivo se debía acudir a otros procedimientos para obtener el cumplimiento 

del fallo13. 

 

El derecho romano admitió el arbitraje privado como modo extrajudicial de resolver 

litigios, requiriendo para esto dos pactos; el compromiso y el receptum arbitrii, el 

primero con cláusula penal, donde se acuerda la solución del conflicto por un tercero, 

ni pretor ni magistrado, el árbitro no estaba obligado a aceptar pero si lo hacía 

adquiría con las partes la obligación de resolver, so pena de ser sancionado por el 

pretor, la sentencia era irrevocable e inapelable14.  

 

En la edad media estado los Estados en formación, su organización política carecía 

de autoridad suficiente, por lo que se generalizó la práctica del arbitraje mediante 

                                            
10

Ibídem 9. Pág. 35. 
11

Ibídem 8. Pág. 21 
12

Ibídem 8. Págs. 21 y 22.  
13

Ibídem 9. Pág. 36.  
14

Ibídem 8. Págs. 36 y 37.  
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organizaciones gremiales, a las cuales acudían los artesanos y comerciantes. Hacia 

el final de este periodo histórico se inicia la práctica de acudir al juez para homologar 

las sentencias con el fin de facilitar su cumplimiento 15 . La intervención de las 

personas llamadas jueces estatales en el procedimiento arbitral, hacían la revisión de 

las dediciones de los árbitros16. 

 

Para continuar resaltando solo algunos de los importantes antecedentes históricos 

del arbitraje para lo que nos interesa hacer ver en este trabajo que es primero: que el 

arbitraje es una institución que se ha forjado a partir de la realidad de la convivencia 

en sociedad y como resultado de una necesidad y segundo: que aunque sus inicios 

son de vieja data, sigue plenamente vigente y conserva muchas de sus iniciales 

características.  

 

Otro antecedente a resaltar se encuentra en el seno de la Revolución Francesa, 

pues allí se yergue un avance significativo de su evolución, en su reacción contra el 

absolutismo lo lleva a un escenario voluntario y lo considera como mecanismo 

idóneo contra los abusos, la lentitud y los gastos de la justicia17, se lo considera 

como compatible con la república, el contrato social, preconizan la libre elección por 

los ciudadanos de todos los funcionarios del Estado.  

 

La Asamblea Nacional lo eleva a la categoría de principio constitucional en la 

Constitución de 1791, así: el derecho de los ciudadanos para terminar 

definitivamente sus litigios por la vida del arbitraje, no puede sufrir restricción alguna 

por actos del poder ejecutivo, el doctor Benetti Salgar cita al profesor Hernando 

Morales que dice: se declaró que el derecho de comprometer es uno de los derechos 

naturales del ciudadano, que no podía ser mermado por el poder legislativo18, 

 

                                            
15

Ibídem 8.  
16

Ibídem 8. Pág. 22.  
17

Ibídem 8. Pág. 40. Cita a AYLWIN AZOCAR, ob. cit. páginas 64 y 65.   
18

Curso de Derecho Procesal Civil, Tomo I, Bogotá, Editorial A. B. C., 1973, página 57.  
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Sin embargo como era de esperarse como todos los extremos son viciosos, tanta 

libertad terminó desviando las buenas intenciones, por tanto este extremo fue 

necesariamente restringido pues eso significaba una derogatoria total de la 

jurisdicción en cabeza del Estado para ese tipo de asuntos.  

 

Para la época moderna el arbitraje está consagrado en el derecho privado como en 

el público, está consagrado expresamente en prácticamente todas las legislaciones, 

inclusive en el derecho canónico (Código de Derecho Canónico, Canon 1713; y 

Código de Cánones de la Iglesia Oriental de 1990, Cánones 1168 y siguientes).  

 

En Latinoamérica, la institución del arbitraje no es nueva en los ordenamientos 

jurídicos, a pesar de haber sido adoptada con bastantes restricciones y tímidamente, 

como en Argentina, Código de procedimientos civiles (1981), en Brasil, Código Civil 

(1917), de esta forma el arbitraje en Latinoamérica se aplicó restringidamente hasta 

las últimas décadas, sobre todo a partir de 1980 cuando los Estados promulgan 

estatutos de arbitraje más modernos, en los cuales se reconoce plena validez al 

acuerdo arbitral y a los laudos proferidos por los árbitros19   

 

Según señala el doctor Benetti Salgar otro de los aportes importantes de estos 

tiempos es las modalidades de arbitraje institucional o administrado, al terminar el 

Siglo XIX, a pesar de que se ha dicho que sus antecedentes remotos son de las 

Corporaciones de Mercaderes de la Edad Media, citando al expositor Rafael 

Eyzaguirre Echavarria20, sin embargo, el procedimiento de solución de controversias 

mediante arbitraje fue tomando nuevamente cuerpo en el Siglo pasado (Siglo XIX), y 

es así como numerosas organizaciones internacionales, que agrupan a productores 

y vendedores de materias primas, como por ejemplo la London Stock Exchange, la 

Liverpool Cotton Exchange y la London Corn Trade Association, crearon su 

propio cuerpo de árbitros y establecieron una reglamentación para sus arbitrajes.  

                                            
19

 VILLALBA CUELLAR, Juan, MOSCOSO VALDERRAMA, Rodrigo, Orígenes y panorama actual del 
arbitraje, publicado en la revista prolegómenos – derechos y valores, Universidad Militar Nueva 
Granada, 2008, Bogotá, volumen XI, No. 22, julio – diciembre.      
20

El Arbitraje comercial en la legislación Chilena y su regulación internacional, Santiago, Editorial 
Jurídica de Chile, 1981, páginas. 95 y 96.  
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Finalmente señala el mismo autor que la consolidación definitiva del arbitraje 

institucional se da en 1919 con la fundación de la Cámara de Comercio Internacional 

que crea en 1923 la Corte de Arbitraje de la CCI, llamada a partir de 1989 Corte 

Internacional de Arbitraje, con sede en París.  

 

Estas últimas instituciones han señalado pautas a considerar sobre la materia para 

sistemas de arbitraje nacional como el que está consagrado actualmente en nuestro 

ordenamiento jurídico, ya que al regular esta materia necesariamente se acude a su 

regulación adecuando en lo que se pueda el sistema interno de arbitraje.  

 

5.3.2. Antecedentes históricos normativos en Colombia 

 

Como la fuente principal en la que se basará esta investigación es la Ley Colombina, 

para lograr establecer que, primero: el establecimiento del arbitraje en nuestro 

trasegar legislativo es algo de vieja data y segundo: que a pesar de que a lo largo de 

los años ha venido cambiando el sustento normativo, han perdurado con el tiempo 

ciertas características de la esencia del arbitraje, como posibilidad alternativa para la 

solución de conflictos, en los cuales las partes tienen habilitación legal para renunciar 

a la administración de justicia en monopolio del Estado y habilitar a unos particulares 

transitoriamente, para resolver de forma definitiva el conflicto suscitado entre estos o 

los que se llegaren a presentar. 

 

Es por tanto que, a continuación presentaremos cuál ha sido el desarrollo histórico 

de la legislación colombiana en materia de arbitraje, desde sus inicios, hasta antes 

de la expedición de nuestra Constitución Política actual en 1991.  

 

El antecedente histórico más lejano sobre el arbitraje en nuestro ordenamiento 

jurídico lo encontramos en la Ley 105 de 1890, sobre reformas a los procedimiento 

judiciales, reguló específicamente EL JUICIO POR ARBITRAMENTO en su título 

XIX, Artículos 307., señalando podían someterse a resolución de arbitradores todas 
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las controversias que se presentaran entre personas con capacidad para transigir y 

para los casos en que la ley aceptase la transacción. 

 

Que el arbitraje podía adoptarse antes o después de que los involucrados dieran 

comienzo a un pleito sobre las diferencias y una vez adoptado, se procedería como 

se expresaba en el título antes señalado. 

 

Descubriendo en esta norma particulares características necesarias para pactar el 

arbitraje: 1. La capacidad de transigir de las partes. 2. Que versara sobre asuntos en 

que la ley permite transar.  

 

A su vez el Artículo 308 reguló la forma en que debía plasmarse el pacto sobre 

arbitraje prescribiendo que aquellos interesados debían elevar a escritura pública o 

documento privado, firmado adicionalmente por dos testigos y con la necesidad de 

que debía utilizase papel sellado de tercera clase, en que debía constar: 

 

1º. El pleito, asunto o diferencia que solicitasen resolver por parte de los árbitros; 2º. 

Que los particulares que fueren designados con este fin, debían ser tres; 3º. La clase 

de sentencia que debían emitir los árbitros, es decir, se debía señalar si la si la 

decisión debía ser condenatoria o absolutoria para una de las partes o si por el 

contrario se podían transigir las pretensiones encontradas. 

 

De la norma puesta de presente podemos concluir que para pactar arbitraje era 

necesario: 1. Una solemnidad que constase en escritura pública o documento 

privado cumpliendo las exigencias para este. 2. A su vez reguló sobre lo que debía 

contener; asuntos sobre los cuales resolverá; designación de los árbitros y clase de 

sentencia –absolutoria o condenatoria y si se podía o no transar sobre las 

pretensiones opuestas.   

 

Tiempo después se expidió la Ley 105 de 1931, que reguló sobre arbitramento en 

sus artículos 1214 en donde podían someterse a la decisión de árbitros las 
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controversias que ocurrieren entre personas capaces de transigir en aquellos 

asuntos en que la ley permite la transacción. 

 

A su vez el artículo 1215, decía que el arbitramento podía adoptarse antes o 

después de que los interesados iniciasen el pleito y habiendo convenido, se 

procedería como se expresaba en esa disposición. Norma que no presentó  

modificación respecto de la legislación anterior. 

 

En su artículo 1216 señaló igualmente que aquellos interesados debían otorgar una 

escritura pública o un documento privado que debían suscribir ante dos testigos en 

papel sellado y en el que debía constar: 

 

- El pleito, asunto o diferencia que someterán a la decisión de los árbitros. 

 

- Aquellos particulares que desinaban con ese propósito que debían ser 

tres y capaces de comparecer a juicio por sí mismas. 

 

- La clase de sentencia que deben emitir los árbitros, que podía ser en 

derecho o en conciencia y si la decisión debía ser simplemente 

absolutoria o condenatoria o si por el contrario podían transigir sobre las 

pretensiones opuestas. 

 

- Adicionalmente se estableció una especie de sanción para este acuerdo 

que consistía en que si faltase alguna de las tres circunstancias señaladas 

precedentemente, este sería nulo. 

 

Con las diferencias que se resaltan en negrilla, que se incluyeron como requisito 

para los árbitros sobre la capacidad de estos y se incluyó el deber de las partes de 

señalar si la sentencia debía ser en derecho o en conciencia, aspecto importante 

sobre la fuente para resolver sobre las pretensiones y finalmente la sanción de 

nulidad que se estableció 
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Algo importante para resaltar sobre esta normatividad originaria es lo que señala el 

Doctor Alberto Preciado 21 , sobre la ausencia de disposición que previera modo 

alguno de hacer valer forzosamente el compromiso arbitral, es decir que las partes 

en este podían libremente acudir a la Jurisdicción Ordinaria, sin considerar el pacto y 

esto no generaba incompetencia para los jueces ordinarios.  

 

Luego se expide la Ley 2 de 1938, la cual en su artículo 3°, expresó que los árbitros 

podían ser nombrados por los contrayentes, por una Cámara de Comercio o por 

cualquiera entidad nacional o internacional a la cual las partes acordaran la 

designación, es decir que tal designación podía ser delegada en un tercero. 

 

En concordancia con la disposición anterior, continuando con este recuento histórico 

legislativo se emite el Decreto 864 de 1953, que se incorporó a la legislación 

ordinaria por la Ley 141 de 1941, estableciendo el control de los tribunales de 

arbitramento tanto por la Procuraduría General de la Nación como por el Ministerio 

de Justicia.  

 

En el año de 1971 se expide el Código de Comercio (Decreto 410), el cual en su 

Libro Sexto denominado Procedimientos Título III, reguló el arbitramento en su 

artículo 2012 así: Que podían someterse a la decisión de árbitros aquellas  

controversias que fueran susceptibles de transar y que surgieran entre personas con 

capacidad de transigir. 

 

Que el compromiso podrá celebrarse antes de iniciado el trámite del proceso 

jurisdiccional o después, con la condición de que no se hubiese dictado sentencia de 

primera instancia. 

 

                                            
21

 CÁMARA DE COMERCIO DE BOGOTÁ, video, Tertulia El Pacto Arbitral, Ciclo de Tertulias nueva 
ley de arbitraje. Pub. 26 de marzo de 2013.  
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Igualmente que con las limitaciones resaltadas en antes, también podía acordarse la 

cláusula compromisoria con el fin de someter a la decisión de árbitros, todas o 

algunas de las controversias que se suscitaran en relación con el contrato, para era 

suficiente que los contrayentes la incluyeran en este o en escrito separado pero 

antes de que surgieran la controversia. 

 

Se mantuvo la solemnidad de que el compromiso y la cláusula compromisoria 

debían elevarse a escritura pública o un documento privado auténtico, también 

manteniendo la sanción de nulidad por ausencia de los requisitos exigidos en la 

disposición cuando no cumplieran con estos. 

 

También resulta relevante resaltar que esta norma indicó expresamente que el pacto 

arbitral - compromiso y la cláusula compromisoria - implicaban la renuncia a 

poder hacer valer las pretensiones ante los jueces ordinarios, pero que no era 

impedimento para adelantar ante estos, procesos de ejecución. 

 

Resaltados en negrilla los cambios más relevantes respeto de la legislación anterior, 

sin embargo se mantiene la limitante a solo poder estipularse pacto arbitral para los 

asuntos transables y por personas capaces de transar.  

 

Respecto de compromiso se establece que puede celebrarse en cualquier tiempo 

antes de iniciado el proceso judicial, con la limitante de que una vez iniciado el 

proceso judicial solo se podrá estipular hasta antes de proferida la sentencia de 

primera instancia.  

 

En lo que a la cláusula compromisoria se refiere incluye la limitante de que solo se 

podrá estipular en documento separado hasta antes de que surja la controversia, 

pudiendo en todo caso las partes acudir al compromiso para acordar el arbitraje para 

definir sus diferencias.  
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Se mantiene la solemnidad del pacto arbitral el cual deberá constar en escritura 

pública o en documento privado auténtico, con la consecuencia de nulidad en caso 

de no observarse este requisito.  

 

Finalmente se señala la consecuencia para las partes que pactan arbitraje de 

renunciar a la posibilidad de hacer valer sus pretensiones ante la jurisdicción 

ordinaria, logrando con ello brindarle al pacto arbitral un poder de coerción al quedar 

las partes en obligación de observar el mismo en caso de que surja controversia 

entre estas.    

 

La regulación implementada por el Código de Comercio fue derogada por el Decreto 

2279 de 1989, el cual en su artículo 1º, dispuso que podían someterse a 

arbitramento todas las controversias susceptibles de transacción que surgieran entre 

personas capaces de transigir o vinculadas con uno o varios fideicomisos 

mercantiles. Además de señalar que el arbitramento podía ser en derecho, en 

conciencia o técnico. 

 

Este Decreto trajo consigo los cambios que se resaltan, por una parte extendió a las 

personas vinculadas con uno o varios fideicomisos mercantiles, la posibilidad de 

resolver sus controversias a través del arbitraje.  

 

En el aparte final señaló tres modalidades para adelantar el proceso arbitral, en el 

cual además de las dos modalidades ya conocidas incluyó la de que puede ser 

técnico, considerando que en ciertos asuntos la discusión no se agota simplemente 

basándose en el derecho o en la conciencia sino que existen ciertos asuntos que 

solo se podrían resolver acudiendo a los criterios técnicos.   

 

Otros aspectos importantes que trajo este Decreto según señala el Doctor Alberto 

Preciado22, fueron: 1. El pacto arbitral puede constar en documento. 2. La posibilidad 

                                            
22

 CÁMARA DE COMERCIO DE BOGOTÁ, video, Tertulia El Pacto Arbitral, Ciclo de Tertulias nueva 
ley de arbitraje. Pub. 26 de marzo de 2013. 
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de decretar y practicar medidas cautelares en el procedimiento arbitral. 3. Señaló las 

causales de anulación de los laudos arbitrales y 3. Equiparó el régimen de 

responsabilidad de los árbitros al de los jueces ordinarios.  

 

A su vez la Ley 23 de 1991, modificó a través de su artículo 96, el artículo 1º., del 

Decreto 2279 de 1989, así: Que el artículo 1º., quedaría señalando que podían  

someterse a decisión arbitral todas las controversias que fueren susceptibles de 

transacción y que surgieran entre personas capaces de transar, manteniendo la 

posibilidad de que el arbitramento podía ser en derecho, en conciencia o técnico. 

 

Se consagró que todos los conflictos surgidos entre las partes con ocasión de la 

existencia, interpretación, desarrollo o terminación de contratos de 

arrendamiento, podrían ser sometidos a solución de árbitros, sin embargo se 

dejó en claro que de requerirse la ejecución de condenas impuestas en los 

laudos emitidos por estos, se debían necesariamente tramitar ante la 

jurisdicción ordinaria. 

 

Se amplía expresamente a los asuntos susceptibles de resolución mediante arbitraje 

las controversias relacionadas con los contratos de arrendamiento, con una única 

excepción o mejor reafirma que la ejecución de las condenas contenidas en laudos, 

se debían adelantar ante la jurisdicción ordinaria.  

 

Igualmente según señala el Doctor Preciado 23 , instauró el arbitraje institucional, 

permitiendo la creación de los centros de arbitraje y estableció la posibilidad de 

tribunales con un árbitro único para los procesos de mínima cuantía.  

 

Por su parte y en concordancia con la anterior normatividad en cuanto al arbitraje en 

materia administrativa.  

 

                                            
23

 CÁMARA DE COMERCIO DE BOGOTÁ, video, Tertulia El Pacto Arbitral, Ciclo de Tertulias nueva 
ley de arbitraje. Pub. 26 de marzo de 2013. 
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Con el advenimiento de la Ley 36 de 1966, se autorizó la inclusión de la cláusula 

compromisoria en los contratos administrativos.  

 

Continuando con esta misma línea legislativa a través del Decreto Extraordinario 

150 de 1976, en su artículo 66, sobre la cláusula compromisoria se dispuso: Esta 

norma fue derogada por el artículo 301 del Decreto 222 de 1983, que salvo 

disposición en contrario, en aquellos contratos que celebrase la Nación podía 

estipularse la cláusula compromisoria con el fin de someter a la decisión tribunales 

arbitrales nacionales las diferencias que se suscitaren en relación con el contrato 

administrativo.  

 

Con la expedición del Decreto 222 de 1983 se derogó el Decreto 150 de 1976 y a 

través de su artículo 76, se consagró - Norma Derogado por el artículo 81 de la ley 

80 de 1993 –que salvo disposición en contrario, en los contratos administrativos 

podía pactarse la cláusula compromisoria con el fin de someter a la decisión de 

tribunales arbitrales nacionales aquellas diferencias que se suscitasen en relación 

con este tipo de contratos. 
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6. ESTRATEGIA METODOLÓGICA 

 

6.1. Enfoque de la investigación: En esta monografía será de orientación 

socio-jurídica, ya que pretende ampliar el espectro de divulgación y 

conocimiento del arbitraje como mecanismo alternativo de solución de 

conflictos, no solo para individuos con conocimientos específicos en la 

disciplina del derecho sino también para aquellas con mínimos o nulos 

conocimientos de derecho que les interese considerar esta alternativa de 

administración de justicia, contribuyendo en forma indirecta en la 

solución de los problemas generalizados de la justicia en cabeza del 

Estado.  

 

6.2. Tipo de investigación: Será de tipo descriptivo, puesto que pretende 

encontrar las principales características, requisitos, límites, bondades  y 

desventajas del arbitraje frente a la jurisdicción ordinaria, en la mejor y 

más sencilla forma posible.  

 

6.3. Método de Investigación: Se acudirá al teórico concentrándose 

principalmente en el análisis y síntesis documental. Con la idea de 

encontrar puntos de vista convergentes y divergentes sobre, el cómo, 

cuándo y dónde,  el arbitraje puede ser una real alternativa de solución 

de conflictos frente a la justicia institucionalizada en cabeza del Estado, 

llegar a conclusiones sobre sus eventuales bondades y desventajas. 

 

7. FUENTES. 

 

Se acudirá a fuentes primarias, secundarias y terciarias referentes a textos, 

manuales, monografías, libros, artículos y demás documentos que aborden el  

estudio teórico – práctico del arbitraje como Mecanismo Alternativo de Solución de 

Conflictos.  
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8. TÉCNICAS. 

 

Se acudirá al análisis y compilación consecuente con el método de investigación de 

los contenidos publicados en textos y documentos aborden la materia objeto de 

estudio como fundamento teórico de la monografía, para lograr concluir con un 

trabajo con contenidos teóricos y prácticos. 
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9. CAPÍTULO I ARBITRAJE COMERCIAL Y PACTO ARBITRAL EN 

COLOMBIA – ESTATUTO DE ARBITRAJE NACIONAL E 

INTERNACIONAL. 

 

9.1. La Autonomía de la Voluntad Privada. 

 

En los sistemas jurídicos como el nacional - positivo, por cuanto las normas son 

consagradas de forma expresa y escrita, con las limitaciones que este sistema 

presenta en cuanto a la imposibilidad real y material de regular todas las relaciones 

de índole jurídico que se puedan presentar, pues la más sabia y omnicomprensiva 

legislación que fuera dado imaginar, dejaría de tener esta última cualidad momentos 

después de su expedición24. 

 

Resulta absolutamente necesario reconocer que de una forma más o menos amplia 

brinda eficacia jurídica a ciertos actos o manifestaciones de voluntad de los 

particulares. Es decir en nuestro ordenamiento jurídico el legislador reconoce a los 

particulares la atribución o poder que tienen de regular las relaciones sociales, 

reconocimiento que estos ejercen mediante el otorgamiento de actos o negocios 

jurídicos, como el pacto arbitral. 

 

9.2. Arbitraje en Colombia desde la Ley 1563 de 2012. 

 

Con la expedición del Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional – Ley 1563 de 

2012, se consagró expresamente al Pacto Arbitral como un negocio jurídico por 

virtud del cual las partes someten o mejor, se obligan a someter a trámite arbitral las 

controversias presentes o que puedan llegar a surgir entre ellas, significando a partir 

de allí que se le debe considerar incluida a la manifestación de la voluntad de las 

partes, toda la teoría general sobre acto o negocio jurídico, en cuanto a su formación, 

                                            
24

BETTI, Emilio, Teoría general del negocio jurídico, 2ª ed., Madrid, Editorial Revista de Derecho 
Privado, 1968, págs. 45 y ss. Citado por Guillermo Ospina Fernández – Eduardo Ospina Acosta, 
Teoría general del contrato o negocio jurídico, 7ª ed., Bogotá, Editorial Temis S.A., 2014, pág. 6.   
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eficacia y validez , así las cosas debemos abordar el estudio del pacto arbitral desde 

ésta perspectiva así: 

 

9.3. Clases de Arbitraje en la Ley 1563 de 2012. 

 

El trámite arbitral puede ser ad hoc, si es conducido directamente por los árbitros 

designados por las partes o institucional, si es adelantado por un centro de arbitraje. 

 

Cuando las partes pactantes de arbitraje, no señalen acuerdo al respecto de la 

naturaleza del arbitraje, el arbitraje será por virtud de la ley - institucional.  

 

Implica lo anterior, que la disposición normativa está facultando tácitamente a las 

partes que quieran pactar arbitraje a escoger a su libre albedrio, qué clase de 

arbitraje desean adelantar. Sin perjuicio de la facultad sobre la designación de los 

árbitros que para este punto del Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional no es 

lo de resaltar, sino lo que tiene que ver con la conducción del procedimiento arbitral, 

ad hoc – directamente por los árbitros o institucional – por un centro de arbitraje, a su 

vez, también contempla la posibilidad de actuar como norma supletoria, cuando las 

partes guarden silencio sobre la naturaleza del arbitraje, señalando que el mismo 

será institucional.      

 

Cuando el objeto de las controversias sea sobre contratos celebrados por una 

entidad pública o quien desempeñe funciones administrativas, el trámite se 

adelantará teniendo en cuenta las reglas señaladas en el Estatuto de Arbitraje 

Nacional e Internacional para el arbitraje institucional25. 

 

Este aparte de la norma es relevante ya que está limitando la posibilidad de 

estipulación sobre la conducción del procedimiento arbitral a proscribir tácitamente la 

posibilidad de cualquier estipulación al respecto para las entidades públicas o quien 

desempeñe funciones administrativas, no les es posible pactar al respecto.  

                                            
25

 Artículo 2°, Ley 1563 de 2012, Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional. 
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9.4. Arbitraje Comercial Nacional. 

 

El arbitraje está consagrado en nuestro ordenamiento jurídico como un mecanismo 

alternativo de solución de conflictos de naturaleza heterocompositiva, es decir como 

una herramienta opcional a la jurisdicción ordinaria, para resolver las diferencias que 

hayan acaecido o puedan surgir entre las personas. 

 

Facultad que tienen los particulares en ejercicio de la autonomía de su voluntad, 

para decidir no acudir a la jurisdicción administrada por el Estado, sino por el 

contrario habilitar a unos particulares denominados árbitros, para resolver de forma 

definitiva a través de un laudo - providencia equivalente a una sentencia judicial que 

emite un juez ordinario, por medio de un negocio jurídico denominado pacto arbitral 

que puede consistir en:  

 

9.1.1. Cláusula compromisoria, como una estipulación más en el 

contenido del contrato, es decir inserta en el mismo o con la 

posibilidad de que pueda constar en documento separado 

inequívocamente referido a él como cláusula adicional u – otro sí – 

como suele denominarse comúnmente, o en:  

 

9.1.2. Compromiso: que consiste en un acto o negocio jurídico accesorio, 

distinto del contenido del contrato que desea regular en este aspecto 

específico – pacto arbitral - para resolver sobre los conflictos 

actuales o futuros entre estos, respecto del contrato principal, 

habilitación que reciben los árbitros para ejercer la función pública de 

administración de justicia, que se otorga por las partes para casos 

concretos, de forma temporal, transitoria y excepcional y sobre 

asuntos que involucren derechos o bienes que se encuentran las 

partes en capacidad legal de disponer de ellos o aquellos que la ley 

autorice expresamente.   
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Por su parte el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional define el arbitraje como 

un mecanismo alternativo a otros (Ej. Jurisdicción Ordinaria), de solución de 

conflictos, a través del cual las partes defieren a particulares (árbitros), investidos 

transitoriamente de la función de administrar justicia  y solucionar una controversia 

relativa a asuntos de libre disposición o aquellos que la ley autorice26 . 

 

Sobre este punto, el legislador se tomó el trabajo de emitir una definición legal en la 

cual se consagra expresamente la naturaleza del arbitraje como método alternativo 

para la solución de conflictos, implica de suyo el reconocimiento sobre la existencia 

de otros en el ordenamiento local.  

  

A su vez la Honorable Corte Constitucional lo define así: «…consiste en un 

mecanismo jurídico en virtud del cual las partes en conflicto deciden someter sus 

diferencias a la decisión de un tercero, aceptando anticipadamente sujetarse a lo que 

allí se adopte. 

 

»Adicionalmente, la doctrina constitucional lo ha definido: “...como aquel por medio 

del cual una persona o varias a nombre del estado, en ejercicio de una competencia 

atribuida por éste y consultando solo el interés superior del orden jurídico y la justicia, 

definen el derecho aplicable a un evento concreto, luego de haber comprobado los 

hechos y de inferir una consecuencia jurídica, cuyo rasgo esencial es el efecto del 

tránsito a cosa juzgada».27 

 

Esta definición de la Corte reconoce al arbitraje como mecanismo heterocompositivo, 

en donde las partes están aceptando someterse a la decisión que este tercero 

adopte, teniendo en cuenta que la ley autoriza que los árbitros ejerzan esta función 

pública, le atribuye a la decisión que estos adopten, en virtud de ella, la 

consecuencia jurídica de tener efectos de cosa juzgada para el caso particular.  

                                            
26

 Artículo 1°, Ley 1563 de 2012. 
27

 Cita de la sentencia - Sentencia C-431/95, M.P. Dr. Hernando Herrera Vergara. 
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En la misma decisión de nuestro máximo Tribunal Constitucional señaló que de la 

regulación constitucional y de su interpretación, se infería adicionalmente que, la  

figura del arbitraje tenía claros límites en cuanto a su ámbito material y temporal, ya 

que no todos los asuntos podían ser sometidos a su conocimiento de forma genérica, 

y dio como ejemplo, aquellos asuntos relacionados con el estado civil de las 

personas, ya que, entre otros aspectos, tiene un carácter transitorio para su trámite. 

 

Estas conclusiones fueron atendidas por el Estatuto de Arbitraje Nacional e 

Internacional - expedido con posterioridad -, al retomar la restricción sobre el ámbito 

material a los asuntos de libre disposición o aquellos que la ley autorice28. 

 

En materia de interpretación y alcance sobre las características constitucionales 

básicas del trámite arbitral, han sido ampliamente examinadas por la doctrina 

constitucional, señalando en síntesis, en los términos que se muestran a 

continuación29: 

 

- Los particulares solamente pueden ser investidos transitoriamente de la 

función pública de administrar justicia en condición de conciliadores o 

árbitros por acuerdo privado. 

 

- El trámite arbitral es una institución que implica el ejercicio de la potestad 

jurisdiccional con carácter de función pública a cargo del Estado que se 

materializa en la expedición de fallos denominados laudos y que pueden 

ser en derecho o en equidad. 

 

- Para ejercer la función pública de administrar justicia, los árbitros deben 

haber sido habilitados por las partes en conflicto para la resolución de 

cada caso particular. 

                                            
28

 Artículo 1°, Ley 1563 de 2012. 
29

 Ver Sentencias C-226/93, M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero, T-057/95, M.P. Dr. Eduardo 
Cifuentes Muñoz; C-294/95 M.P. Dr. Jorge Arango Mejía. 
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- La ejecución de la función pública de administrar justicia por parte de los 

tribunales arbitrales se practica de forma transitoria y excepcional, 

teniendo en cuenta que su propósito y finalidad consiste precisamente en 

la solución de forma amigable de determinado conflicto suscitado entre las 

partes involucradas; por tanto resulta lógico decir que la función 

jurisdiccional de los árbitros termina con la expedición del laudo arbitral 

correspondiente. 

 

- Es competencia de la Ley fijar de forma precisa los términos y condiciones 

en los cuales se ejercerá la función pública transitoria, lo que supone que 

el legislador adopte las formas propias para el trámite del proceso arbitral. 

 

- Los asuntos susceptibles de trámite arbitral son aquellos que pueden ser 

objeto de transacción, es decir, aquellos derechos y bienes patrimoniales 

respecto de los cuales las partes pactantes tienen capacidad legal de 

disposición. 

 

Todos los lineamientos señalados anteriormente, componen los presupuestos 

requeridos para asegurar el funcionamiento de la institución arbitral, siendo 

competencia del Legislador, en ejercicio de su función, fijar el marco normativo 

general de dicha regulación, considerando el marco constitucional (C.P., arts, 116 y 

150-23). 

 

Con el fin de establecer las reglas que rijan el ejercicio de esta potestad transitoria, lo 

cual implica necesariamente determinar el responsable de ejercerla, el procedimiento 

a seguir, los asuntos susceptibles de ser sometidos a su conocimiento, las reglas 

que lo regirán, la forma, efecto y alcance de las decisiones que en dicho ejercicio se 

adopten y el control de legalidad de estas30. 

 

                                            
30

Sentencia C-242/97, M.P. Dr. Hernando Herrera Vergara. 
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Todas estas características están vigentes en relación con el nuevo Estatuto de 

Arbitraje Nacional e Internacional, con la aclaración de que ya no se hace referencia 

en este, a los bienes y derechos susceptibles de transacción sino a aquellos asuntos 

de libre disposición o aquellos que la ley autorice, incluyendo indirectamente en este 

campo todo lo relacionado con la formación, eficacia y validez del negocio jurídico31.  

 

9.5. Pacto Arbitral en Colombia. 

 

El pacto arbitral es un negocio o acto jurídico (dependiente de la corriente doctrinaria 

que se acoja) por virtud del cual las partes interesadas deciden voluntariamente 

someter a trámite arbitral aquellas controversias presentes o que puedan llegar a 

surgir entre ellas, sobre asuntos de libre disposición o aquellos que la ley autorice, 

señalado así un límite a campo de aplicación del pacto arbitral, pero dejando abierta 

la posibilidad de una ampliación del mismo a través de una autorización legal. 

 

El acuerdo de pacto arbitral, implica tácitamente la renuncia de las partes que lo 

contraen, a poder hacer valer sus pretensiones ante los jueces ordinarios, dicho 

pacto puede plasmarse bien sea como compromiso o como cláusula compromisoria, 

como se ha señalado anteriormente. 

 

El Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional (Ley 1563 de 2012), consagró que 

dado el caso en que durante el término de traslado de la demanda, o de la 

contestación, o de las excepciones previas, (pasos que se verifican durante el trámite 

de un proceso judicial) una de las parte invoque la existencia de pacto arbitral y la 

contraparte no lo niegue expresamente, se dará por válidamente probada la 

existencia de pacto arbitral32. 

 

Quiero resaltar que la consecuencia jurídica – procesal, contenida en esta norma, 

sobre el hecho de que si una vez se surtan las etapas del proceso judicial que se 

                                            
31

 MARTÍNEZ NEIRA, Néstor Humberto, CÁMARA DE COMERCIO DE BOGOTÁ, video, Tertulia El 
Pacto Arbitral, Ciclo de Tertulias nueva ley de arbitraje. Pub. 26 de marzo de 2013.  
32

 Artículo 3°, Ley 1563 de 2012, Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional. 



39 

señalan, para los casos en los que una de las partes invoque la existencia del parto 

arbitral y la contraparte no lo niegue, consistente en dar por válidamente probada la 

existencia del pacto arbitral, en mi sentir tiene desde dos aspectos a considerar:  

 

1. Cuando la parte que alega la existencia del pacto arbitral lo hace en virtud de la 

existencia real de su celebración, caso en el cual el silencio de la contraparte estaría 

simplemente reconociendo que sí existe y sería loable, empero.  

 

2. Otra hipótesis sería; que la parte que alega la existencia de dicho pacto, lo haga 

faltando a la verdad y correría para la contraparte la misma consecuencia de la 

primera hipótesis, por el simple hecho de guardar silencio, que fácilmente podría ser 

una desatención del trámite procesal, o por ejemplo que existiendo realmente el 

pacto arbitral la contraparte decida caprichosamente, negar su existencia, 

consecuencia jurídica que se correría sin ninguna consideración de las pruebas que 

se pudieren aportar, para tratar de acreditar la existencia del pacto, situación que en 

mi sentir desestimaría la autonomía de la voluntad inicial y limitaría la facultad de 

aportar pruebas.  

 

9.2.1. El hecho jurídico. 

 

Antes de iniciar el estudio del pacto arbitral como acto o negocio jurídico es 

necesario considerar el hecho jurídico.  

 

La acepción de hecho en su sentido más amplio es contentivo de todo tipo de 

acontecimientos, actuaciones, sucesos o situaciones, como la muerte, todos los 

actos que realiza el hombre como comer, dormir o en general todos los fenómenos 

naturales. Surge así la primera clasificación:  
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9.2.2. Hechos de la Naturaleza.  

 

Son todos aquellos fenómenos de la naturaleza que se producen 

independientemente de la participación o no de la voluntad del hombre, como la 

lluvia, la marea o la erupción de un volcán. 

 

9.2.3. Hechos humanos.  

 

Son todos aquellos actos que dependen de la voluntad del hombre, sin importar la 

finalidad perseguida por ellos, como comer, bañarse, comprar, testar, etc.,   

 

Como puede verse a partir de lo anterior, surge otra clasificación, pues no todos los 

hechos importan al derecho, así que existen los hechos jurídicos y los hechos no 

jurídicos, los primeros relevantes para el derecho y que producen efectos jurídicos, 

y los segundos sin importancia para el derecho ya que no producen efectos frente a 

este33.  

 

9.2.4. Acto o Negocio Jurídico de Pacto Arbitral. 

 

Concepto.  

 

El acto o negocio jurídico es la manifestación de voluntad directa y reflexivamente 

encaminada a producir efectos jurídicos 34 , aquella declaración o acuerdo de 

voluntades, con que los particulares se proponen conseguir un resultado que el 

derecho estima digno de especial tutela, sea en base solo a dicha declaración, sea 

completado con otros hechos o actos35;  

 

                                            
33

 DEL RIO, Teoría general del acto jurídico, 5ª ed., Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 2003, pág. 
12.  
34

 OSPINA FERNÁNDEZ, Guillermo – OSPINA ACOSTA, Eduardo, Teoría general del contrato y del 
negocio jurídico, 7ª ed. Bogotá, Editorial Temis S.A., 2014, pág. 17.  
35

Cfr. De Castro y Bravo, ob. cit., p. 13., Citado por JIMÉNEZ VALDERRAMA, Fernando, Teoría del 
contrato y del negocio jurídico, 1ª ed., Colombia, Legis Editores S.A., 2015, págs. 26 y 27.   
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Tenemos entonces que la Ley 1563 de 2012, al considerar el pacto arbitral como un 

negocio jurídico, acogió la institución acuñada por la escuela pandectas alemana 

(Siglo XIX), integrada entre otros por Savigny, el negocio jurídico era aquella 

declaración de voluntad privada que se propina perseguir un fin jurídico36. 

 

Así entonces el legislador al consagrar el pacto arbitral como un negocio jurídico, 

incorporó tácitamente toda la teoría general que sobre este se ha creado, partiendo 

de allí, sería aquella manifestación expresa de la voluntad de las partes, encaminada 

a someter a arbitraje, todas las controversias presentes o que llegaren a surgir entre 

ellos, con ocasión de sus relaciones jurídicas determinadas, con sus consecuentes 

efectos jurídicos de los cuales el principal sería, la renuncia tácita o expresa para 

acudir a la jurisdicción ordinaria para el mismo fin.  

 

9.2.4.1. Los elementos o cosas del negocio jurídico – pacto arbitral. 

 

Desde hace ya bastante tiempo se ha expuesto la división de los elementos37 o las 

cosas de cada negocio jurídico, primero bipartita: esenciales y accidentales, y luego 

tripartita añadiendo los naturales38, para referirse a esos aspectos incluidos en este 

tipo de relaciones jurídicas pero que tienen ciertas diferencias a saber. 

 

 

 

                                            
36

Cfr. De Castro y Bravo, ob. cit., p. 27., Citado por JIMÉNEZ VALDERRAMA, Fernando, Teoría del 
contrato y del negocio jurídico, 1ª ed., Colombia, Legis Editores S.A., 2015, pág. 26. 
37

Crf. Art. 1501 c.c. «Quizá es preferible hablar de elementos del contenido, designación esta que 
corresponde mejor a lo que se quiere expresar, dado que alude también en su significado corriente a 
un componente elemental»: CATAUDELA, Sul contenuto del contratto, cit., p. 186. Citado por 
HINESTROSA, Fernando, Tratado de las obligaciones II – de las fuentes de las obligaciones: el 
negocio jurídico, vol. II., 1ª ed., Colombia, Universidad Externado de Colombia, 2015, pág. 115.  
38

«Cujas no distinguió en los contratos sin las cosas que son de la esencia del contrato y aquellas que 
son accidentales. La distinción que hicieron numerosos jurisconsultos del siglo XVII es mucho más 
exacta: ellos distinguen tres cosas diferentes en cada contrato, las que son de la esencia del contrato, 
las que son solamente de la naturales del contrato, y aquellas que son puramente accidentales al 
contrato»: POTHIER, Traité des obligations, cit., n.° 5, p. 11. Citado por HINESTROSA, Fernando, 
Tratado de las obligaciones II – de las fuentes de las obligaciones: el negocio jurídico, vol. II., 1ª ed., 
Colombia, Universidad Externado de Colombia, 2015, pág. 115. 
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9.2.4.1.1. Los elementos o cosas esenciales del negocio jurídico – 

pacto arbitral.  

 

Dichos elementos o cosas fundamentales permiten caracterizar la figura, permiten 

ubicarla dentro de la variedad de ejemplificaciones, la hacen ser lo que es39, por 

tanto los elementos o coas esenciales de todo acto o negocio jurídico son:  

 

La manifestación de la voluntad de uno o más sujetos de derecho y el objeto jurídico 

a que dicha manifestación de voluntad se endereza40. Para el negocio jurídico de 

pacto arbitral – clausula compromisoria o compromiso- dicha manifestación de 

voluntad consiste en que: las partes pactan someter a arbitraje las controversias 

actuales o que puedan surgir entre ellas, respecto de una relación jurídica 

determinada que no les es posible solucionar por ellas mismas en forma directa.  

 

Ahora en lo que respecta al objeto jurídico del pacto arbitral, este consiste en: - para 

este concepto es necesario en primera instancia contar con una definición que 

permita dar cierta claridad sobre su contenido así: consiste en que la manifestación 

de voluntad, que es la sustancia de dicho acto, debe encaminarse directa o 

reflexivamente a la producción de efectos jurídicos, vale decir, a crear, modificar o 

extinguir relaciones de esta índole. En esto cosiste el objeto jurídico del acto41.  

 

A partir de allí podemos decir que específicamente para el negocio jurídico de pacto 

arbitral que el objeto jurídico es: el obligarse a someter a arbitraje las controversias 

que hayan surgido o puedan surgir entre ellas, respecto de una relación jurídica 

determinada.  

                                            
39

«Las cosas que son de la esencia del contrato son aquellas si las cuales este contrato no puede 
subsistir. Faltando una de esas cosas, no hay nada del contrato, o lo que hay es otra especie de 
contrato». POTHIER, Traité des obligations, I, cit., 5, p. 11 s. Citado por HINESTROSA, Fernando, 
Tratado de las obligaciones II – de las fuentes de las obligaciones: el negocio jurídico, vol. II., 1ª ed., 
Colombia, Universidad Externado de Colombia, 2015, pág. 115. 
40

OSPINA FERNÁNDEZ, Guillermo – OSPINA ACOSTA, Eduardo, Teoría general del contrato y del 
negocio jurídico, 7ª ed. Bogotá, Editorial Temis S.A., 2014, pág. 28. 
41

OSPINA FERNÁNDEZ, Guillermo – OSPINA ACOSTA, Eduardo, Teoría general del contrato y del 
negocio jurídico, 7ª ed. Bogotá, Editorial Temis S.A., 2014, pág. 30. 
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9.2.4.1.2. Los elementos o cosas de la naturaleza del negocio jurídico – 

pacto arbitral. 

 

Son aquellos efectos que las partes suelen estipular como accesorios de los 

elementos esenciales, pero que, aun a falta de estipulación, se producirán 

espontáneamente opera legis42, otras cláusulas, efectos u obligaciones acompañan 

al acto dispositivo, se sobre entienden en él, pero pueden ser desechadas por 

expresa decisión particular 43 , puntualmente en la Ley 1563 de 2012, podemos 

encontrar claros elementos de la naturaleza del pacto arbitral – clausula 

compromisoria o compromiso - que al no ser objeto de regulación particular por las 

partes, serían reguladas conforme el señalado estatuto, así: 

 

a. El acuerdo sobre la naturaleza del arbitraje, el arbitraje será ad hoc, si es 

conducido directamente por los árbitros, o institucional, si es administrado por 

un centro de arbitraje. A falta de acuerdo respecto de su naturaleza y 

cuando en el pacto arbitral las partes guarden silencio, el arbitraje será 

institucional. 

 

Cuando la controversia verse sobre contratos celebrados por una 

entidad pública o quien desempeñe funciones administrativas, el 

proceso se regirá por las reglas señaladas en la presente ley para el 

arbitraje institucional44. 

 

El análisis sobre su característica de elemento o cosa natural para el pacto 

arbitral se debe abordar en dos sentidos;  

 

                                            
42

Ibídem 26. «Como la obligación del vendedor de sanear la evicción o la de indemnizar los perjuicios 
en caso de incumplimiento». OSPINA FERNÁNDEZ, Guillermo – OSPINA ACOSTA, Eduardo, Teoría 
general del contrato y del negocio jurídico, 7ª ed. Bogotá, Editorial Temis S.A., 2014, pág. 36. 
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HINESTROSA, Fernando, Tratado de las obligaciones II – de las fuentes de las obligaciones: el 
negocio jurídico, vol. II., 1ª ed., Colombia, Universidad Externado de Colombia, 2015, págs. 115 y 116. 
44

 Artículo 3°, Ley 1563 de 2012, Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional. 
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Primero: En lo que respeta a aquellos pactos de índole privada, la Ley 

actuaría en forma supletoria, es decir que a falta de acuerdo privado particular 

sobre la naturaleza del arbitraje, en silencio sobre ello, el arbitraje sería 

institucional por disposición de la Ley y, 

 

Segundo: En cuanto a los pactos arbitrales de índole pública, es decir 

aquellos celebrados por entidad pública o quien desempeñe funciones 

administrativas, la norma además de prescribir que este siempre será 

institucional, proscribe de forma tácita una estipulación en contrario para 

dichos pactos, en otras palabras las entidades públicas y quien desempeñe 

funciones administrativas, bien podrían guardar silencio sobre la naturaleza 

del arbitraje o señalar expresamente que será institucional, sin embargo lo 

que sí les estaría vedado, sería una estipulación en contrario, ya que por 

disposición de la Ley, la naturaleza de estos arbitrajes siempre será 

institucional. 

 

b. La Naturaleza del Laudo, en el pacto arbitral las partes indicarán la 

naturaleza del laudo. Si nada se estipula al respecto, este se proferirá en 

derecho45. 

 

El laudo arbitral es la sentencia que profiere el tribunal de arbitraje. El 

laudo puede ser en derecho, en equidad o técnico. 

 

En los tribunales en que intervenga una entidad pública o quien 

desempeñe funciones administrativas, si las controversias han surgido 

por causa o con ocasión de la celebración, desarrollo, ejecución, 

interpretación, terminación y liquidación de contratos estatales, 

incluyendo las consecuencias económicas de los actos administrativos 
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 Inciso 3°, Artículo 3°, Ley 1563 de 2012, Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional. 



45 

expedidos en ejercicio de facultades excepcionales, el laudo deberá 

proferirse en derecho46. 

 

Al igual que en el elemento anterior este se debe considerar en dos frentes: 

 

Primero: En los arbitrajes en que las partes sean particulares la norma 

cumple una función supletoria, cuando estas nos hacen uso de la facultad que 

las norma les otorga frente a la naturaleza del laudo, el cual puede ser; en 

derecho, en equidad o técnico, es decir cuando las partes guardan silencio, 

este se proferirá en derecho, convirtiéndose así en un elemento de la 

naturaleza del pacto arbitral y,  

 

Segundo: Señala expresamente la norma que, en aquellos arbitrajes en que 

intervenga una entidad pública o quien desempeñe funciones administrativas, 

si las controversias han surgido por causa o con ocasión de la celebración, 

desarrollo, ejecución, interpretación, terminación y liquidación de contratos 

estatales, incluyendo las consecuencias económicas de los actos 

administrativos expedidos en ejercicio de facultades excepcionales, el laudo 

deberá proferirse en derecho 

 

Lo que implica de suyo que para este tipo de arbitrajes, bien podría la entidad 

pública o quien desempeñe funciones administrativas señalar en el pacto 

expresamente tal condición o guardar silencio al respecto, entrando a formar 

parte del pacto esta obligación por virtud de la Ley, sin embargo la norma 

proscribe la posibilidad de que el lado se profiera con naturaleza distinta para 

los casos expresamente señalados. 

 

c. La Cantidad de Árbitros, las partes determinarán conjuntamente el número 

de árbitros, que siempre será impar. Si nada se dice al respecto, los árbitros 
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46 

serán tres (3), salvo en los procesos de menor cuantía, caso en el cual el 

árbitro será único47. 

 

Sobre este elemento las partes pueden libre y conjuntamente estipular el 

número de árbitros, sin embargo siempre debe ser impar, igualmente está 

limitado este elemento o cosa del pacto arbitral en el sentido de que 

necesariamente el número debe ser señalado conjuntamente y que para los 

procesos de menor cuantía el árbitro siempre será, único. 

 

Igualmente en caso de silencio de las partes sobre este elemento, la Ley de 

forma supletoria señala que los árbitros serán tres, con excepción de los 

asuntos de menor cuantía como ya se resaltó, por tanto por virtud de la misma 

Ley, este elemento o cosa hace parte de los denominados de la naturaleza del 

pacto arbitral.  

 

d. La Designación de los Árbitros, las partes nombrarán conjuntamente los 

árbitros, o delegarán tal labor en un centro de arbitraje o un tercero, total o 

parcialmente48. 

 

Este elemento o cosa de la naturaleza del pacto arbitral brinda la posibilidad a 

las partes de designar los árbitros, sin embargo esto implica de suyo que debe 

ser así; de forma mancomunada necesariamente, con esto se pretende por el 

legislador evitar lo que en la práctica se conocía como los árbitros parte, que 

consistía en que cada una de las partes designaba uno de los árbitros y el 

tercero lo designaba el delegado, por tanto si las partes no se ponen de  

acuerdo en tal aspecto deberán necesariamente delegar la función en un 

tercero o en el centro de arbitraje, total o parcialmente.  
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 Artículo 7°, Ley 1563 de 2012, Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional. 
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 Artículo 8°, Ley 1563 de 2012, Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional. 
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e. Término de Duración del Proceso, si las partes que acuerdan el pacto 

arbitral no señalan un término para la duración del proceso, la norma del 

Estatuto de Arbitraje que es de carácter supletorio fija este en seis (6) meses, 

que se computan desde la finalización de la primera audiencia de trámite.  

 

Es importante resaltar que dentro del término establecido de duración del 

proceso, debe proferirse y notificarse, incluso, el auto que resuelve sobre la 

solicitud de aclaración, corrección y/o adición del laudo49. 

 

Acá podemos comentar que como resalta el doctor Correa Arango, en la 

doctrina internacional se ha venido hablando de la modalidad de arbitraje 

conocida como fasttracko por vía rápida, modalidad que si bien es cierto en el 

ordenamiento jurídico nacional no se contempló de esa manera no es menos 

cierto que el artículo 2 de la Ley 1563 de 2012, cuando contempla el arbitraje 

ad hoc brinda este tipo de posibilidad.  

 

Esta posibilidad es importante de resaltar ya que cuando se habla de arbitraje 

ad hoc, que es diseñado por las partes y conducido por los árbitros en forma 

directa, las partes interesadas pueden estructurar el proceso atendiendo sus 

especiales necesidades o las más apremiantes, de tal forma que puedan 

obtener dentro de un plazo menor o acorde con el apremio e inmediatez que 

estas requieran, para resolver las controversias que los convocan en el 

conflicto.  

 

f. Centro de Arbitraje, este puede ser acordado por las partes. En su defecto, a 

uno del lugar del domicilio de la demandada, y si esta fuere plural, en el de 

cualquiera de sus integrantes. El centro de arbitraje que no fuere competente, 

remitirá la demanda al que lo fuere. Los conflictos de competencia que se 

susciten entre centros de arbitraje serán resueltos por el Ministerio de Justicia 

y del Derecho. 
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- El aparte subrayado fue declarado EXEQUIBLE por la Corte 

Constitucional mediante Sentencia C-765-13 de 6 de noviembre de 2013, 

Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos, en el entendido de que 

llegado el caso en el que el tribunal encontraré que no es competente 

para resolver de fondo la controversia puesta en su consideración, este 

debe necesariamente remitir el expediente al que considere competente.  

 

- Igualmente resolvió declarar inepta demanda acerca del aparte “El 

proceso arbitral comenzará con la presentación de la demanda”, la Corte 

Constitucional encontró que la demanda no satisfacía los requisitos 

mínimos establecidos para entrar a hacer un estudio de fondo de la 

misma.  

 

Si no hubiere centro de arbitraje en el domicilio acordado o en el del domicilio 

del demandado, la solicitud de convocatoria se presentará en el centro de 

arbitraje más cercano50. 

 

Para este elemento o cosa de la naturaleza del pacto arbitral la norma 

también actúa solo en silencio de las partes o dado el caso que a pesar de 

haber sido señalado, en el domicilio acordado no existiere centro de arbitraje, 

es por tanto facultativo de las mismas tal estipulación y elemento o cosa de la 

naturaleza por virtud de la Ley.   

 

g. Reglas de Procedimiento, en los arbitrajes en que no sea parte el Estado o 

alguna de sus entidades, los particulares podrán acordar las reglas de 

procedimiento a seguir, directamente o por referencia a las de un centro de 

arbitraje, respetando, en todo caso los principios constitucionales que integran 

el debido proceso, el derecho de defensa y la igualdad de las partes.  
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En el evento en que las partes no establecieren reglas o el centro 

seleccionado para adelantar el trámite no tuviere reglamento de 

procedimientos debidamente aprobado, se aplicarán las reglas establecidas 

para cada caso en la presente ley51. 

 

Para hacer precisión sobre el alcance de esta facultad que tienen las partes 

cuando se trata de particulares, podemos acudir a lo que señala el profesor 

López Blanco52 , que la posibilidad de modificación se entiende predicada 

exclusivamente en lo que concierne con los pasos necesarios para llegar al 

laudo, sin embargo esta facultad de la autonomía de la voluntad privada tiene 

sendos límites como por ejemplo, pretender que a través de este acuerdo se 

obvien pasos como el recurso extraordinario de anulación, esta estipulación 

no tendría ninguna validez pues estaría en contra del derecho fundamental al 

debido proceso. 

 

Señala el mismo profesor que, por establecer reglas de procedimiento se 

comprende la posibilidad de adoptar un sistema procedimental de los que ya 

existen, no inventarse otros, pero con la posibilidad de acomodar dentro del 

acordado, aquellas modificaciones que sin vulnerar el derecho fundamental al 

debido proceso, permitan una mayor agilidad en el trámite.  

 

9.2.4.1.3. Los elementos o cosas accidentales del negocio jurídico – 

pacto arbitral.  

 

Estipulaciones admisibles en el negocio que no lo siguen sino en cuanto haya habido 

concreta mención suya por parte de los celebrantes53, denominación para aquellos 

efectos que varían los efectos subsidiarios normales establecidos por la ley según la  

                                            
51

 Artículo 58, Ley 1563 de 2012, Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional. 
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LÓPEZ BLANCO, Hernán. Proceso arbitral nacional. Dupre Editores Ltda. Bogotá, D.C., 2013., Pág. 
199-200. 
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negocio jurídico, vol. II., 1ª ed., Colombia, Universidad Externado de Colombia, 2015, pág. 116. 
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naturaleza del acto en cuestión, como el pacto de retroventa, o el comisorio, los 

plazos para el cumplimiento de las obligaciones54, la cláusula penal o los intereses.  

 

Podríamos decir entonces que estas estipulaciones pueden no necesariamente 

incluirse en el negocio jurídico pero a diferencia de los elementos o cosas de la 

naturaleza, no siempre la ley las incluye en este, como por ejemplo la cláusula penal, 

si no se estipula este tipo de pena no existiría para el negocio jurídico. 

 

9.2.5. Cláusula compromisoria 

 

Tratándose de contratos, la cláusula compromisoria puede hacer parte de uno de 

estos o constar en documento separado que debe ser inequívocamente referido a 

este, de lo contrario podría suscitar dudas al momento de pretender hacer valer 

dicho pacto. 

 

Por tanto aquella cláusula compromisoria que se plasme en documento separado del 

contrato al que pertenece, para que pueda llegar a producir los efectos jurídicos 

deseados debe expresar como mínimo; el nombre de las partes e indicar de forma 

precisa, es decir sin que permita asomo de duda alguna, el contrato al que 

pertenece55, como lo señalé anteriormente, la cláusula compromisoria aun cuando 

conste en documento separado del contenido inicial del contrato, forma parte integral 

de este como cláusula adicional o como se le conoce regularmente – otro sí -  

 

9.2.5.1. Autonomía de la cláusula compromisoria 

 

Cuando se afecte el contrato por la inexistencia, ineficacia o invalidez, dicho vicio no 

afecta en forma alguna la cláusula compromisoria. Por tanto bien pueden someterse 

a trámite arbitral todas aquellas controversias en las que se debata alguno de esos 

aspectos (la existencia, eficacia o validez del contrato). La resolución del tribunal 
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arbitral será conducente aunque el contrato sea declarado afecto de inexistente, 

ineficaz o inválido. 

 

Cuando se realice la cesión de un contrato en el cual se haya convenido pacto 

arbitral, esta cesión comporta también la cesión de la cláusula compromisoria56. 

 

Esta autonomía consagrada legislativamente, está reconociendo tácitamente que 

aun cuando la cláusula compromisoria en principio hace parte integral del contenido 

del contrato, esta, al contener un negocio jurídico, que ha sido considerado por el 

Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional como independiente, no corre con la 

consecuencia jurídica de aquellos de tipo accesorio que sería la de lo accesorio corre 

la suerte de lo principal. 

 

Aspecto relevante por cuanto a pesar de formar parte, en principio, al contenido del 

contrato al que pertenece, lo cierto es que debe y porque así lo señala la ley, 

reconocerse su autonomía como negocio o acto jurídico independiente y principal de 

suyo.  

 

9.2.6. Compromiso. 

 

El compromiso puede hacerse constar en cualquier tipo de documento y debe 

contener como mínimo: 

 

- El nombre de cada una de las partes. 

 

- El objeto del compromiso es decir la indicación precisa de las 

controversias que por virtud de este se someten al arbitraje. 

 

- Cuando las controversias ya se estén adelantado ante otra autoridad 

jurisdiccional, se debe plasmar la identificación precisa del proceso que se 
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encuentra en curso, con la posibilidad para las partes de ampliar o 

restringir las pretensiones que se hayan presentado57. 

 

El compromiso como modalidad del negocio o acto jurídico del pacto arbitral, es un 

ejemplo más claro y contundente de que existe con total independencia del 

contenido y la suerte que corran las relaciones jurídicas que tiene por objeto material. 

 

Cuando la ley señala que debe hacerse constar en cualquier tipo de documento, aun 

cuando no lo está limitando a algún tipo de documento en particular, lo que sí está 

regulando es la necesidad de que conste en cualquiera de los tipos que exista de 

ellos, es decir que es un formalidad necesaria para efectos probatorios.  

 

En el inciso final del dispositivo normativo se plasma un aspecto de importante 

relevancia, con elementos procesales y sustanciales, como la identificación del 

proceso que se adelanta y el objeto material que abarca respecto de lo que se 

ventila ante la jurisdicción, pues dispositivo incluir todo o limitarlo a parte de ello.     

 

10. CAPÍTULO II EL PROCEDIMIENTO ARBITRAL EN LA LEY 1563 DE 

2012. 

 

a. Término de Duración, cuando las partes involucradas no hayan hecho 

estipulación alguna en el pacto arbitral, sobre la duración del trámite arbitral, 

este será de seis meses, que se computaran a partir de la finalización de la 

primera audiencia de trámite. Dentro del término de duración del proceso, 

debe proferirse y notificarse el laudo correspondiente e incluso, el auto que 

resuelve la solicitud de aclaración, corrección o adición del mismo.  

 

El Estatuto señala que para que durante todo el trámite arbitral exista la 

certeza sobre el tiempo trascurrido, el secretario debe informar al inicio de 

cada audiencia el término que se ha acumulado. 
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Esta disposición es importante por cuanto está en el ámbito de la autonomía 

de la voluntad de las partes, el señalar este término, atendiendo sus 

necesidades y apremios, sin embargo, en silencio de las mismas, la Ley suple 

el vacío y da certeza sobre la duración máxima de trámite arbitral, lo que está 

completamente en armonía con principios procedimentales como la celeridad. 

 

El estatuto loablemente previendo el silencio de las partes en uno de los 

aspectos más importante del procedimiento arbitral, teniendo en cuenta la 

naturaleza temporal del mismo, no permite que exista duda alguna sobre el 

término máximo de duración. 

 

b. Prorroga del término de duración, este término puede prorrogarse una o 

varias veces, a solicitud de las partes o de sus apoderados, estos últimos 

deben contar con facultad expresamente señalada para ello. Sin perjuicio de 

lo anterior el tiempo acumulado total de las prórrogas no puede exceder de 

seis meses.  

 

Como podemos ver la o las solicitudes de prórroga, deben ser acordadas 

entre las partes o sus apoderados que cuenten con facultad expresa para ello, 

es decir solo cando las partes o sus apoderados estén de acuerdo se podría 

prorrogar dicho término. 

 

Igual relevancia tiene el hecho de aun cuando el Estatuto otorga a las partes 

esta prerrogativa, también la limita para evitar dilaciones injustificadas por 

ejemplo, a proscribir que el total del tiempo acumulado de las prórrogas 

exceda de los seis meses, todo ello en aras de los principios procedimentales 

y el fin último que es la justicia real y no simplemente formal.   
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c. Suspensión, el proceso puede ser suspendido a solicitud de ambas partes, 

es decir en forma mancomunada, pero no pueden solicitar la suspensión por 

un tiempo que sumado, exceda de los ciento veinte días. 

 

El proceso igualmente se suspenderá desde el momento en que alguno de los 

árbitros se declare impedido o sea recusado por alguna de las partes y se 

reanudará cuando se resuelva sobre ello, cuando se advierta una inhabilidad 

en alguno de los árbitros, por renuncia de alguno de los mismos, por relevo o 

muerte de alguno de estos, la suspensión perdurará hasta que se provea a su 

reemplazo. 

 

Dada alguna de las anteriores hipótesis al término del proceso se le 

adicionarán los días que hayan transcurrido, así como los de interrupción por 

alguna causa legal, en todo caso no se suspenderá el proceso por 

prejudicialidad.  

 

Todas estas normas relacionadas con el término de duración máximo del 

proceso, sin duda alguna lo que buscan, es que el término que pueda durar un 

asunto puesto en conocimiento de un tribunal arbitral, dure lo que según la 

reglas de la experiencia de quienes redactaron y aprobaron el Estatuto es un 

tiempo prudencial y acorde con el principio procesal de celeridad y en aras de 

una justicia real y material y no una que se quede en la mera formalidad, que 

considere la necesidad de administración de pronta justicia para las partes en 

litigio.   

 

Este último aspecto que proscribe la suspensión por prejudicialidad, es 

relevante ya que esto hace alusión a aquellos casos en los que está pendiente 

algún tipo de decisión de un ente diferente al tribunal y es así pues, ello quiere 

decir que el trámite continuará su curso normal sin que se suspenda dada 

esta hipótesis, lo que le da celeridad al mismo.  
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d. Iniciación del Proceso Arbitral. Este proceso comienza con la presentación 

de la demanda, que debe reunir todos los requisitos exigidos por el Código 

General del Proceso58, - a pesar de que en el Estatuto se señalara la remisión 

al Código de Procedimiento Civil, con su derogación y el acaecimiento de la 

entrada en vigencia del Código General del Proceso, se debe tener en cuenta 

este último en cuanto a los requisitos formales del libelo de demanda -, tal 

escrito demandatorio debe ir acompañado del pacto arbitral – cláusula 

compromisoria o compromiso -, dirigida al centro de arbitraje acordado por las 

partes, cuando estas nada han señalado sobre ello, se dirigirá a un centro de 

arbitraje con sede en el lugar del domicilio de la demandada, si la parte 

demandada la integra un número plural de personas (naturales o jurídicas), se 

puede a elección del demandante, el de cualquiera de sus miembros.  

 

Como podemos observar, el trámite de un proceso arbitral es similar al de uno 

promovido ante la jurisdicción ordinaria, de tal manera que, se deben observar 

en principio y con prelación lo que las partes hayan estipulado en el pacto 

arbitral, sin embargo y sin perjuicio de ello, como ya es característica 

reiterativa del Estatuto, se previó una serie de disposiciones que acuden en 

forma supletoria para llenar el silencio que las partes voluntariamente o por 

desatención de estos puntos, nada hayan señalado.  

 

Dado el caso en que el centro de arbitraje al que fue dirigida la demanda 

manifestare que no es competente para conocer del asunto, este remitirá la 

demanda al que según su criterio es el verdadero competente, en caso de que 

se susciten conflictos de competencia entre centros de arbitraje, dichos 

conflictos serán resueltos por el Ministerio de Justicia y del Derecho. 

 

(Esta última situación fue declarada EXEQUIBLE por la Corte Constitucional 

mediante Sentencia C-765-13 de 6 de noviembre de 2013, Magistrado 
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Artículo 82, Ley 1564 de 2012. 
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Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos, en cuanto a la obligación del que se 

considera incompetente, de remitir el asunto al que según él, es el verdadero 

competente).  

 

Este aspecto tiene gran relevancia desde el punto de vista procedimental, 

pues quiere ello decir que al tener el centro de conciliación que ha 

considerado que no es competente, la obligación de remitir el asunto al que 

considera, lo es, mantiene los efectos jurídicos sobre la caducidad y 

prescripción.  

 

Si no existe centro de arbitraje en el domicilio acordado por las partes o en el 

del domicilio de la demandada, se presentará ante el centro de arbitraje más 

cercano físicamente hablando. 

 

Cuando la demanda se promueva contra una entidad pública, el centro de 

arbitraje que conoce del asunto, debe enviar una comunicación a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado, donde informará sobre la 

presentación de la demanda, esta comunicación es requisito indispensable 

para continuar el trámite del proceso arbitral. 

 

En esta disposición puede verse fácilmente, el esmero de los redactores y la 

voluntad del legislador por aceptar que la norma señale, para cada una de las 

posibles hipótesis, que por experiencia se dan normalmente en el trámite de 

los asuntos litigiosos, como lo es el hecho de tener que resolver, qué se debe 

hacer cuando por ejemplo las partes señalaron un lugar en el que al momento 

de presentación de la demanda no existe tal centro de arbitraje y así evitando 

de paso que la jurisdicción se sature con cosas que en ultimas termina siendo 

triviales para el fondo del asunto objeto de controversia.  

 

e. Integración del Tribunal Arbitral, Para la conformación del tribunal arbitral 

se procede así: 
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1. Cuando las partes ya han designado los árbitros y estos no han 

manifestado su aceptación, el director del centro de arbitraje debe citarlos 

para que se pronuncien al respecto, durante el trascurso de un término de 

cinco días. Cuando no se reciba respuesta sobre la aceptación se 

entenderá como declinación. 

 

2. Cuando las partes no han hecho la designación de los árbitros, habiendo 

acordado hacerlo o si han delegado esta facultad, el director del centro de 

arbitraje requerirá a estos o al delegado, para que durante el transcurso 

del término de cinco días, cumplan con esta obligación. 

 

3. Si las partes acordaron que la designación de todos, alguno o varios de 

los árbitros la delegaban al centro de arbitraje, este la hará mediante 

sorteo, dentro de los cinco días siguientes a la solicitud de cualquiera de 

las partes. 

 

4. En caso de que las partes o el delegado por estas, no realice la 

designación de los árbitros, será competente para tal fin el juez civil del 

circuito, a solicitud de cualquiera de las partes, este los designará de 

plano, mediante sorteo, nombrando unos principales y sus suplentes, 

tomando para ello la lista de árbitros del centro de arbitraje en donde se 

haya presentado la demanda, al cual informará de su actuación para que 

se continúe con el proceso. 

 

A diferencia de lo que sucede en el trámite de un proceso ante la jurisdicción 

administrada por el Estado, en donde se presenta la demanda y allí es sometida a un 

proceso de reparto, puesto que los jueces son de carácter permanente, en el 

procedimiento arbitral se debe adelantar necesariamente este paso para poder 

contar con el tribunal que resolverá el litigio entre las partes.  
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f. Remplazo de los árbitros, las partes de común acuerdo, pueden 

reemplazar todos, a unos o a uno de los árbitros, siempre que sea con 

anterioridad a la instalación del tribunal arbitral, es de resaltar la necesidad 

de que sea de común acuerdo, es decir de no ser así, tal prerrogativa no se 

podría verificar. 

 

1. Para las entidades estatales a las cuales cobija el Estatuto de Arbitraje 

Nacional e Internacional, les está prohibido, nombrar los integrantes del 

panel arbitral, en el pacto arbitral - cláusula compromisoria, relativa e 

inequívocamente referida al contrato, o en cualquier otro documento que 

haga parte del mismo, tampoco en los pliegos de condiciones. Esta se 

ceñirán por las reglas de designación de la Ley 1563 de 2012 (Estatuto). 

 

2. Igualmente las Entidades Estatales pactantes deben definir desde los 

pliegos de condiciones, el perfil que deben tener los árbitros o amigables 

componedores, consultando que sus condiciones personales y 

profesionales, sean lo más idóneas respecto del objeto contractual y las 

actividades a desarrollar por las partes.  

 

Las anteriores disposiciones están, clara y expresamente consagrando una limitación 

imperativa a la posibilidad para las Entidades Estatales de designar los árbitros, 

contractualmente, por otra parte señala una obligación y requisito a prever en caso 

de que para un proceso de contratación, resolvieren que la para la resolución de 

conflictos se hará ante un tribunal arbitral y es el de que, de ser así, debe 

necesariamente, en los términos iniciales para participar en el proceso contractual, 

debe incluir, no los árbitros que resolverán dado el caso, las eventuales diferencias 

sino señalar, las aptitudes que estos deben cumplir, en armonía con el objeto 

contractual a proveer. 

  

g. Instalación del Tribunal, cuando ha sido aceptada la designación por todos 

los árbitros, superado el trámite de recusación y/o reemplazo, cuando se haya 
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presentado, el tribunal arbitral procederá a su instalación, la instalación se 

llevará a cabo en audiencia, para la cual el centro de arbitraje deberá fijar 

fecha. 

 

1. Llegada la celebración de la audiencia, si alguno de los árbitros no pudiere  

concurrir, tiene la posibilidad de presentar excusa justificada. Si no 

presentaré la excusa o si presentada, no se hiciera presente en la nueva 

fecha, se procederá a su reemplazo.  

 

2. Durante la celebración de la audiencia de instalación, el centro de arbitraje 

debe entregar a los árbitros el expediente. 

 

3. En esta misma audiencia, una vez instalado el tribunal, elegirá su 

presidente y designará el secretario, quien debe manifestar por escrito su 

aceptación dentro de los cinco días siguientes, este será posesionado una 

vez agotado el trámite de información o de reemplazo de ser el caso. 

 

Este es otro de los eventos en los que se verifica una diferencia palpable entre la 

jurisdicción ordinaria y el trámite arbitral, pues ante un juez ordinario no se requiere 

de tal audiencia dada su característica de permanencia, tampoco hay necesidad de 

designar un secretario pues este hace parte de su equipo de trabajo también en 

forma permanente.  

  

h. Admisión, inadmisión y rechazo de la demanda, Sin perjuicio de lo que en 

la primera audiencia de trámite decida el tribunal sobre su competencia para 

decidir sobre el fondo de la controversia. 

 

1. Llegada la primera audiencia de trámite en esta se resolverá sobre la 

admisión, inadmisión y el rechazo de la demanda, esto se dispondrá 

conforme el Código General del Proceso. En este punto es necesario 

prestar puntual atención a lo siguiente: 
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- Cuando se presenta la demanda ante un centro de arbitraje, este tiene la 

obligación de verificar que la misma cumpla con los requisitos formales que 

señala el Código General del Proceso, sin embargo, llegada esta audiencia, 

el tribunal podría perfectamente considerar que no se satisface alguno de los 

requisitos aludidos, caso en el cual inadmitirá y se tendrá la oportunidad para 

subsanar. 

 

- Otro aspecto a resaltar es: que cuando la norma señala que en este punto 

del trámite el tribunal estudia sobre su competencia para resolver el fondo 

del asunto, en nada se opone a la nueva posibilidad que tiene para señalar 

que es incompetente en la primera audiencia de trámite, por lo que podría 

darse perfectamente el caso de que en esta se señale que sí lo es, pero en 

la primer audiencia de trámite encontrare y resolviere que no lo es.      

 

2. Rechazo de plano. Si el tribunal encuentra que el escrito de demanda no 

se acompañó de la prueba del pacto arbitral, la rechazará de plano, a 

excepción de aquellos casos contemplados en el parágrafo del artículo 3º 

de la Ley 1563 de 2012, pues en estos como resulta evidente no sería 

necesaria tal probanza.  

 

Puntualmente, los efectos probatorios que señala la norma, tienen que ver 

con esos eventos en los cuales el demandante no cuenta con un medio 

probatorio a través del cual pueda acreditar la celebración del pacto 

arbitral, sin perjuicio de ello la ley ofrece la posibilidad de alegar la 

existencia del mismo y a espera de la manifestación de la contraparte al 

respecto.  

 

3. Cuando ha sido rechazada la demanda, el demandante tiene un término 

de veinte días, para presentar la demanda ante el juez competente, con 

esto conservará los efectos derivados de haberla presentado ante el 
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centro de arbitraje (interrupción de la prescripción e inoperancia de la 

caducidad), plazo prudente que ofrece el Estatuto para que el 

demandante no pierda la condición adquirida, frente a los fenómenos 

jurídicos señalados que le podrían perjudicar en caso de tener que 

presentar nuevamente la demanda. 

 

4. El poder. Para concurrir al trámite arbitral en calidad de apoderado de 

cualquiera de las de las partes a la audiencia de instalación, este mandato  

incluye además las facultades legales que se le otorgan, la facultad para 

notificarse de todas las determinaciones que adopte el tribunal en la 

misma, sin que se pueda estipular lo contrario, - Esta norma es restrictiva 

a las partes las cuales no pueden restringir esta facultad por virtud de la 

ley. 

 
Es importante tener en cuenta esta disposición, al momento de hacer uso del 

derecho de postulación que tienen los profesionales del derecho, habilitados para 

actuar en este tipo de asuntos, pues contiene, ciertas restricciones al derecho 

aludido.    

 

i. Traslado y Contestación de la Demanda, para hacer uso del derecho de 

contradicción y defensa, al demandado se le corre el traslado de la demanda 

promovida por un término de veinte días. Este término es igual al establecido 

para el mismo fin en la jurisdicción ordinaria.  

 

j. Traslado solicitud pruebas adicionales sobre hechos en que se fundan 

excepciones de mérito, una vez vencido el traslado anterior, se corre traslado 

al demandante por el término de cinco días, por si desea solicitar pruebas 

adicionales que guarden relación con los hechos en que se sustentan las 

excepciones de mérito propuestas por el demandado. 
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Importante disposición por cuanto va en defensa del derecho fundamental al 

debido proceso al brindar a la contraparte la oportunidad de controvertir las 

pruebas aportadas con la excepciones de mérito y así garantizar el derecho de 

contradicción y defensa integrante del aludido derecho fundamental. 

 

k. Improcedencia excepciones previas e incidentes, en este aspecto el 

Estatuto de Arbitraje señala que procede la demanda de reconvención pero que 

no procede la proposición de excepciones previas ni la presentación de 

incidentes. A excepción de norma que señale lo contrario, los árbitros deciden 

de plano toda cuestión puesta a su consideración en el trámite arbitral. 

 

Esta norma está consagrada para evitar aquellas dilaciones del proceso 

muchas veces injustificadas, es decir va en pro de la celeridad del trámite 

arbitral y de una pronta resolución definitiva del conflicto.  

 

l. Excepción de compromiso o cláusula compromisoria, cuando no se 

plantee la excepción de pacto arbitral - compromiso o cláusula compromisoria - 

ante el juez que conoce del asunto, esto implica la renuncia tácita al pacto para 

el caso concreto. 

 

La consecuencia que esta norma establece es sumamente considerable, ya 

que señala expresamente, que la oportunidad para plantear esta excepción, 

fenece  una vez se ha dado esta oportunidad procesal y la parte que la podía 

alegar guardo silencio al respecto, perdiendo definitivamente la posibilidad de 

hacerlo.  

 

m. Reforma de la Demanda, una vez notificado el demandado del auto 

admisorio de la demanda, esta puede reformarse por una sola vez, pero 

anterior al inicio de la celebración de la audiencia de conciliación. 
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Esta oportunidad procesal está contemplada para brindar la oportunidad al 

demandado de reformar la demanda cuando encontrare necesidad de hacerlo.  

 

n. Audiencia de Conciliación, cuando se encuentre vencido el término de 

traslado de las excepciones de mérito propuestas contra la demanda inicial o la 

de reconvención, o contestadas sin que se hubieren propuesto excepciones, o 

vencido sin contestación, el término de traslado de la demanda, el tribunal 

arbitral debe señalar fecha para adelantar audiencia de conciliación, a la que 

necesariamente deben asistir las partes y sus apoderados. 

 

1. Durante la celebración de la audiencia de conciliación, el tribunal arbitral 

instará a las partes para que consideren resolver sus diferencias a través 

de la conciliación, este puede proponerles fórmulas de arreglo y ello no 

implicará prejuzgamiento de parte del mismo. Dado el caso en que las 

partes lleguen a un acuerdo de conciliación, el tribunal aprueba lo 

acordado mediante auto que hace tránsito a cosa juzgada y en caso de 

contener una obligación expresa, clara y exigible, prestará mérito ejecutivo 

para los fines pertinentes. 

 

En mi parecer siempre es bueno que los asuntos litigiosos tengan el tiempo y el 

espacio, para intentar zanjar sus diferencias a través de la conciliación, pues 

aunque las partes en un momento determinado no pudieron llegar a este tipo 

de arreglo, lo cierto es que tal posición ha podido variar y siempre será loable, 

terminar arreglando, haciendo uso de la conciliación que ofrece multiplex 

ventajas como es el hecho de que no quede el sin sabor de ser perdedor en un 

litigio.  

 

2. Intervención del Ministerio Público y la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado, el Ministerio Público y la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado pueden intervenir activamente en la audiencia 

de conciliación con el fin de lograr que las partes a conciliar sus 
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diferencias, además expresando sus puntos de vista sobre las fórmulas 

que se propongan durante la celebración de la audiencia. 

 

Por otra parte y a pesar de que la conciliación es otro mecanismo alternativo de 

solución de conflictos ha sido incluido en el procedimiento arbitral dadas sus 

advertidas bondades para terminar y brindar soluciones plausibles a los 

asuntos que a esta se someten, por lo tanto es por ello que el legislador decidió 

que esta audiencia debía celebrarse.  

 

o. Fijación de Honorarios y Gastos, una vez se declara fracasada en todo o 

en parte el intento de conciliación, durante la misma audiencia, el tribunal debe 

fijar los honorarios y gastos correspondientes mediante auto.  

 

El tribunal arbitral para poder fijar los honorarios y gastos tiene en cuenta la 

cuantía de las pretensiones de la demanda, determinada de conformidad con el 

Código General del Proceso, vigente hoy por hoy y el cual dejó derogado el 

Código General del Proceso al que se hizo remisión inicialmente, cuando se 

haya promovido demanda de reconvención, acudirá a la de la mayor cuantía.  

 

Contra estas dos decisiones procede el recurso de reposición y será resuelto 

por el tribunal de forma inmediata.  

 

Igualmente las partes pueden, antes del nombramiento de los árbitros, pueden 

acordar los honorarios y comunicarlo con la designación. 

 

Llegado este punto en el proceso arbitral, las partes van a sentir una vez más lo 

que es estar ante un mecanismo alternativo, que debe ser financiado en forma 

directa por estas, situación que ante la jurisdicción ordinaria no se presenta 

pues esta es financiada con recursos públicos. Sin embargo seguramente las 

partes ya han considerado este aspecto frente a otros y seguro eso ha sido 

determinante para estar definiendo sus diferencias así.   
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- Para las Entidades Estatales, las entidades estatales deben incluir en las 

cláusulas compromisorias el límite de los honorarios para los árbitros. Dado 

el caso en que en la cláusula respectiva no se haya dispuesto fórmula de 

reajuste, el límite establecido no puede ser modificado, ni actualizado por los 

árbitros, adicional a ello las entidades públicas deben incluir los costos y 

gastos que demanden el uso de tales mecanismos presupuestalmente. 

 

- Para aquellos contratos celebrados con anterioridad a la vigencia del 

Estatuto de Arbitraje, por voluntad de las partes se puede dar aplicación a las 

disposiciones señaladas anteriormente. 

 

Esta norma establece considerable responsabilidad para las entidades que pactan 

arbitraje para la solución de sus controversias, pues deben en el mismo pacto 

señalar el límite de honorarios que se pagarán a los árbitros, adicionalmente 

debiendo contemplar tales gastos, presupuestalmente hablando, en la eventualidad 

de que se presente el litigio.  

 

p. Primer Audiencia de Trámite, cuando estén sufragados los honorarios y 

gastos fijados, el tribunal arbitral adelantará la primera audiencia de trámite con 

la asistencia de todos sus miembros.  

 

En este punto quiero llamar la atención sobre el presupuesta para que se celebre 

esta audiencia y es el hecho de que deben haberse sufragado los honorarios y 

gastos que otrora fueron fijados, ya que puede por ejemplo presentarse el hecho de 

que el demandado decida no asumir la obligación de aportar para dichos gastos, 

caso en el cual el demandante puede asumirlos el solo para seguir adelante con el 

trámite y recibir su reconocimiento más adelante. Entonces las partes que decidan 

pactar arbitraje, deben considerar esta posibilidad pues de nada les serviría llegar a 

este punto si el demandado es renuente a asumir tales gastos y el demandante no 

puede o resuelve no asumirlos.   
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Si el trámite continúa su curso normal, en esta audiencia se resolverá sobre lo 

siguiente: 

 

1. La competencia para decidir de fondo la controversia, decisión que adopta 

mediante auto contra el cual procede el recurso de reposición. 

 

2. Cuando considere que no es competente para conocer de ninguna de las 

pretensiones de la demanda y la reconvención, se extinguirán los efectos 

del pacto arbitral para el caso particular y resolverá devolver a las partes, 

la porción de gastos no utilizada y los honorarios recibidos. 

 
Este también es un punto crucial en el procedimiento arbitral ya que, luego de haber 

adelantado todo el procedimiento hasta aquí, puede eventualmente el tribunal tomar 

la decisión de declararse incompetente por diversas circunstancias, y las partes 

fatalmente perderían todo el trabajo y parte de los recursos invertidos en tratar de 

solucionar sus diferencias a través del arbitraje, sin embargo son riesgo inherentes al 

mecanismo y no siempre se pueden advertir fácilmente al momento del pacto, sin 

embargo muchos de estos se pueden evitar cuando se cuenta con una asesoría 

técnica idónea para la celebración del acuerdo arbitral.  

   

3. Cuando el tribunal se declare competente por mayoría de votos, el árbitro 

que haya salvado voto debe cesar inmediatamente en sus funciones debe 

ser reemplazado. Una vez designado el reemplazo, se reanudará y 

concluirá la primera audiencia de trámite. 

 

4. Decreto de Pruebas, en la primera audiencia de trámite el tribunal debe 

resolver sobre las pruebas solicitadas por las partes y las que de oficio 

estime necesarias para el esclarecimiento de los hechos. 
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5. Inicio del Cómputo del Término de Duración del Proceso. Un aspecto 

importante de resaltar es que una vez finalizada esta primera audiencia 

comienza el cómputo del término de duración del trámite arbitral. 

 

En este último aspecto el Estatuto señala expresamente desde cuándo inicia el 

cómputo del término de duración, seguramente con el ánimo de evitar que se 

presenten dudas sobre este aspecto tan importante del procedimiento arbitral. 

 

También cabe señalar que se debe contemplar al momento de escoger el arbitraje 

para solucionar controversias, por la celeridad del mismo que el tiempo que hasta 

aquí ha transcurrido no es despreciable.   

 

q. Audiencias y Pruebas, los miembros del tribunal arbitral en pleno, 

adelantaran las audiencias que estimen necesarias, con participación o no de 

las partes, las audiencias pueden realizarse por cualquier medio que permita la 

comunicación de los participantes. 

 

1. Recursos, contra el auto que decrete pruebas no procede recurso alguno; 

el que las niegue es susceptible de recurso de reposición.  

 

Aquí quiero llamar la atención sobre lo que considero una desventaja del 

procedimiento arbitral frente a la jurisdicción ordinaria y es el hecho de no poder 

acudir a una instancia mayor, cuando se han denegado pruebas que la parte 

considera que son absolutamente necesarias y el tribunal no, cuando tal hipótesis se 

da ante un juez ordinario, existe el recurso de apelación para que el superior, que es 

totalmente independiente de este y que ejerce control de tutela frente al mismo, 

puede revaluar la decisión y modificarla, ostensible limitante del arbitraje.  

  

2. Cuando una prueba tenga que practicarse en el exterior, se dará 

aplicación a los tratados internacionales vigentes sobre la materia y solo 
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subsidiariamente a disposiciones del Código General del Proceso según 

corresponda.  

 

r. Audiencia de Alegaciones, finalizada la etapa probatoria, el tribunal se 

dispondrá para escuchar en audiencia, las alegaciones de las partes, que 

cuentan con un término máximo de una hora cada uno para tal fin. Durante la 

celebración de la audiencia, las partes pueden si a bien lo tienen, entregar sus 

alegaciones en forma escrita. 

 

Oídos los alegatos de las partes, el tribunal debe señalar fecha para la 

celebración de la audiencia de adopción y lectura de la parte resolutiva del 

laudo arbitral correspondiente. 

 

En el procedimiento ordinario está consagrada la posibilidad de que en esta 

audiencia el juez emita el fallo correspondiente, sin embargo no es tan claro para mí 

que sea una ventaja o desventaja más bien es subjetivo, puesto que ciertamente hay 

litigios que en este punto se podría estar en absoluta certeza para emitir una decisión 

definitiva, pero también existen otros que en los que no o que de las alegaciones de 

las partes surgen algunas dudas para tomar tal decisión, por otro lado también es 

cierto que las alegaciones en la jurisdicción ordinaria se han tornado de mero trámite 

pues a pesar de haberse implementado la oralidad en el procedimiento, cuando el 

juez va a emitir el fallo correspondiente ya está preparado previamente y difícilmente 

será revaluado en el acto. Entonces que en el arbitraje no se haya contemplado tal 

posibilidad es subjetivo dependiendo de donde se observe.   

 

Pero por otra parte me parece bueno que tal posibilidad no exista, pues las 

alegaciones de las partes pueden ser estudiadas y analizadas con detenimiento por 

el tribunal y al no existir la posibilidad de una instancia superior, no se corre el riesgo 

de que se tome una decisión desestimando las alegaciones planteadas y con la fatal 

imposibilidad de que se revise tal decisión en una instancia superior e independiente.  
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s. Audiencia de Adopción del Laudo Arbitral, el laudo arbitral se acordará 

por mayoría de votos y debe ser suscrito por todos los miembros del tribunal, 

incluso por el miembro que haya salvado su voto. 

 

1. Cuando falte la firma de alguno de los miembros del tribunal no se afecta 

la validez del laudo. 

 

2. El árbitro que haya salvado su voto debe señalar por escrito los motivos 

de su discrepancia, y debe hacerlo el mismo día en que se profiera el 

laudo arbitral correspondiente. 

 

3. Lo anterior también se aplica para el que decida aclarar su voto. 

 

El laudo arbitral es hoy por hoy considerado mayoritariamente como el equivalente a 

una sentencia emitida en la jurisdicción ordinaria, por cuanto ya se ha aceptado que 

los árbitros, al ejercer aun cuando en forma transitoria y temporal la función pública 

de administrar justicia, están plenamente facultados para emitir este tipo de 

decisiones y las cuales son reconocidas al mismo nivel de las sentencias y por tanto 

respaldadas para que su cumplimiento pueda ser obligado coercitivamente. 

 

4. Aclaración, corrección y complemento del laudo, dentro de los cinco 

días siguientes a la notificación del laudo arbitral, puede ser aclarado, 

corregido y/o complementado de oficio o a solicitud de alguna de las 

partes.  

 

5. Recurso Extraordinario de Anulación, contra el laudo arbitral se puede 

interponer el recurso extraordinario de anulación, este se debe interponer 

sustentado en debida forma y ante el tribunal arbitral, con indicación sobre 

las causales que se invocan, para lo cual se cuenta con un término de los 

treinta días siguientes a la notificación o al del auto que resuelva sobre su 

aclaración, corrección y/o adición. 
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Este recurso extraordinario es de necesaria consideración, puesto que los 

interesados en pactar arbitraje para resolver sus conflictos alternativamente 

deben saber que a través de él, puede terminar el asunto en conocimiento de la 

jurisdicción ordinaria, es decir si lo que se pretendía con acudir a la alternativa 

era evitar la jurisdicción administrada directamente por el Estado, este 

escenario será inevitable si se llegare a promover contra el laudo que desate el 

conflicto en forma definitiva.  

 

Esta posibilidad le encuentro cosas positivas y otras no tanto, por ejemplo le 

veo de positivo que es una posibilidad de que en una instancia superior se 

revise el trabajo realizado por el tribunal, que como todo juez, puede incurrir en 

errores aun cuando sean involuntarios, pero por otra parte abre la puerta para 

que el conflicto termine en el despacho de un juez ordinario con las 

complicaciones que esto conlleva como la congestión judicial y el hecho de que 

hasta este momento no existen términos perentorios para el juez al resolver 

este tipo de recursos, es decir aun cuando se señala un término en la norma 

este no es de obligatorio cumplimiento y está supeditado a las posibilidades 

que tenga el juez de desatarlo.  

 

Sin embargo es de resaltar que la norma haya establecido una especie de 

efecto devolutivo pues el cumplimiento del laudo es inmediato y no está 

supeditado a la resolución del recurso extraordinario, situación que también 

puede ser positiva si se termina confirmando el laudo pero que no resultaría tan 

así si el laudo termina siendo revocado, ya que una vez se haya dado 

cumplimiento es difícil en muchos casos volver las cosas al estado anterior y 

podría incluso terminar en una nueva contienda jurídica.  

    

6. Traslado del Recurso Extraordinario de Anulación, la secretaría del 

tribunal arbitral debe correr el traslado a la contra parte por espacio de 

quince días sin necesidad de auto que lo disponga, una vez trascurrido el 
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término, la misma secretaría dentro de los cinco días siguientes, debe 

enviar los escritos presentados junto con el expediente a la autoridad 

judicial competente para conocer del recurso y resolverlo. 

 

Como se puede observar a partir del estudio que sobre el procedimiento arbitral 

se ha elaborado, este ha sido diseñado atendiendo las políticas actuales en 

materia procedimental y ante todo la necesidad de una justicia que sea pronta, 

para que se puede considerar real y no que por formalismos en ocasiones 

exagerados se termine dando una justicia formal, que más bien podría llamarse 

injusticia, ya que mantiene a los involucrados a la expectativa de una decisión 

pero que se prolonga tanto en el tiempo que termina afectando sus intereses 

incluso los del que resulte victorioso.  

 

t. Procedimiento para el Arbitraje AD HOC: 

 

1. Designación de Árbitros, corresponde a las partes designar el o los 

árbitros, según lo estipulado en el pacto arbitral, una vez se ha formulado 

la solicitud por una de estas a la otra, para que los designe. 

 

Cuando la parte requerida no lo haga o simplemente permanezca en 

silencio, la otra parte puede acudir al juez civil del circuito competente, 

anexando prueba si quiera sumaria de haber agotado el trámite anterior, 

para que este realice el nombramiento del árbitro ad hoc, el juez 

competente tiene un término de los cinco días siguientes al recibo de la 

solicitud, para que a través de auto cumpla tal cometido, contra este auto 

no procede recurso alguno. 

 

2. Aceptación de los Árbitros, las partes o una de estas o el juez del 

circuito, según el caso, deben enviar una comunicación a los árbitros 

designados por el medio que consideren más expedito y eficaz, para que 

estos se pronuncien en un término de cinco días, cuando alguno de los 
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árbitros no acepte o guarde silencio, será reemplazado por quien lo 

designó. 

 

Cuando la norma señala que es una prueba sumaria, quiere decir que no tiene 

ningún tipo de formalidad para su validez ante el funcionario judicial, lo que brinda un 

amplio margen de posibilidades sobre el medio probatorio.  

 

3. Instalación del Tribunal, cuando los árbitros hayan aceptado su 

designación, deben convocar para adelantar la audiencia de instalación 

del tribunal, en la cual eligen presidente y señalarán el lugar en el que se 

debe presentar la demanda, para lo cual se tiene un término de los quince 

días siguientes.  

 

En este procedimiento se consagran normas acordes con naturaleza del trámite ya 

que por ejemplo a diferencia de procedimiento administrado por una cámara de 

comercio que cuenta con un domicilio, cuando es administrado por los propios 

árbitros estos deben señalar aspectos como estos.  

  

Cuando la demanda no sea presentada oportunamente, la consecuencia 

será la extinción del pacto arbitral, por virtud de lo cual las partes quedan 

en total libertad de acudir ante la justicia ordinaria para formular sus 

pretensiones. 

 

Ante esta consecuencia jurídica la parte interesada en demandar y tramitar la misma 

a través del procedimiento arbitral, debe tener en cuenta que cuenta con un plazo 

perentorio para no perder inevitablemente los efectos del pacto arbitral.  

  

Por regla general y excepto que los árbitros resuelvan lo contrario, para el 

tribunal ad hoc no es necesario designar secretario. 
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Este procedimiento regulado de forma especial para el trámite de arbitrajes en los 

cuales las partes han decidido no acudir a alguno de los centros de arbitraje 

autorizados por la autoridad competente y someter el procedimiento a la 

administración de uno de ellos, queda en voluntad de los involucrados el decir 

tramitar la solución de su controversia de esta forma, observando lo que se resaltó.  

 

u. Procedimientos Especiales: 

 

1. Integración del Contradictorio, Otras Partes y Terceros, para aquellos 

casos en los cuales a partir de la naturaleza de la relación jurídica 

debatida en el proceso, el laudo arbitral que esté destinado a generar 

efectos de cosa juzgada, para aquellas personas que no acordaron el 

pacto arbitral, los miembros del tribunal arbitral deben ordenar la citación 

personal para todas aquellas, con el fin de que tengan la oportunidad de 

manifestar si adhieren o no al pacto arbitral y con ello asuman las 

consecuencias jurídicas derivadas de la expedición del laudo arbitral 

correspondiente. 

 

Este aspecto es de mayúscula importancia cuando la decisión que resuelva de fondo 

la controversia pueda llegar a tener efectos frente a terceros que no han celebrado el 

pacto arbitral, de lo contrario estos no estaría en principio obligados a acatar tal 

decisión, entonces necesariamente se debe estar siempre muy atento de cosas 

como esta para que no se termine perdiendo el tiempo y demás invertido en el 

proceso.  

 

2. Notificación Personal, para llevar a efecto la notificación personal del 

auto que así lo disponga, se debe hacer dentro de los diez días siguientes 

a su decreto. 

 

3. Las personas notificadas deben manifestar expresamente el sentido de su 

decisión de adherir o no al pacto arbitral, para lo cual dispone de un 
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término y  dentro del cual lo debe hacer, de los cinco días siguientes a la 

diligencia de notificación personal, para aquellos casos en que no lo 

hagan, el tribunal arbitral declarará extintos para todos los efectos el pacto 

arbitral para ese asunto particular, en el mismo sentido se pronunciará el 

tribunal cuando intentada la notificación personal no se logre hacer. 

 

Cuando las partes interesadas en pactar arbitraje decidan hacerlo, deben 

necesariamente considerar este punto, es decir, si a la celebración del pacto arbitral 

advierten que para resolver controversias presentes o que se llegaren a presentar, la 

decisión involucraría a terceros, lo mejor sería intentar celebrarlo desde el principio 

con estos, para de esta forma evitar tener que llegar hasta este punto para que 

manifiesten si adhieren o no al mismo.  

  

4. Integración del Contradictorio, para aquellos asuntos en los cuales se 

deba integrar el contradictorio con las personas que hayan suscrito el 

pacto arbitral, el tribunal arbitral debe ordenar la notificación personal de 

aquellos, una vez surtida esta notificación, el notificado tiene un término 

de veinte días para efectuar su pronunciamiento, según corresponda, 

considerando su condición de parte, bien sea por activa, (demandante) o 

pasiva (demandada). 

 

5. Trámite, para el trámite de la demanda arbitral, la notificación, el traslado, 

la contestación, la oportunidad para solicitar pruebas, la fijación y pago de 

los honorarios y gastos, según lo haya dispuesto el tribunal, los recursos y 

en general, el trámite del procedimiento arbitrar ad hoc, son aplicables 

todas las reglas establecidas en Estatuto, para el trámite del arbitraje 

institucional. 

 

Esta es una disposición de remisión al mismo Estatuto para para estos pasos del 

mismo, es decir simplemente se rige por las mismas disposiciones.  
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6. Reglas de Procedimiento:  

 

6.1. Para el trámite de los procedimientos arbitrales en los cuales no haga 

parte el Estado o alguna de sus entidades, los interesados pueden 

estipular las reglas del procedimiento a adelantar, bien lo pueden hacer 

ellas directamente o haciendo referencia a las establecidas por un centro 

de arbitraje, para lo cual tienen un límite y es el respeto en cualquier 

caso de los principios constitucionales que integran el debido proceso, el 

derecho de contradicción y defensa y la igualdad de las partes 

involucradas.  

 

6.2. Para aquellos pactos arbitrales en los cuales las partes no hayan 

estipulado reglas especiales de procedimiento o el centro de arbitraje 

escogido para adelantar el trámite arbitral no contara con unas reglas de 

procedimiento debidamente aprobadas, se debe dar aplicación a las 

reglas establecidas que  correspondan según el Estatuto de Arbitraje. 

 

7. Trámite para Impedimentos y Recusaciones, los miembros del tribunal 

y los designados secretarios pueden verse impedidos y serán recusables 

por las mismas causales establecidas para los jueces permanentes en el 

Código General del Proceso, además por aquellas inhabilidades, 

prohibiciones y conflictos de intereses señalados en el Código Único 

Disciplinario y por la desatención al deber de información señalado en el 

estatuto de arbitraje. 

 

7.1. Para aquellos procedimientos arbitrales en los cuales sea parte el Estado 

o alguna de sus entidades, se debe observar adicionalmente a todo lo 

señalado anteriormente, las causales de impedimento y recusación 

previstas en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 
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7.2. Aquellos árbitros nombrados por el juez del circuito competente o por un 

tercero, pueden ser recusados dentro de los cinco días siguientes a la 

comunicación donde estos manifiesten su aceptación a las partes o de la 

fecha en que aquella interesada tuvo o debió tener conocimiento sobre 

los hechos que la generan, cuando surjan con base en circunstancias 

sobrevinientes. 

 

7.3. Aquellos árbitros nombrados por mutuo acuerdo entre las partes no 

pueden ser recusados sino por aquellos motivos sobrevenidos con 

posterioridad a tal decisión y la cual se debe manifestar dentro de los 

cinco días siguientes al día en que la parte interesada tuvo conocimiento 

de los hechos que la generan. 

 

8. Trámite para Impedimentos y Recusaciones, el miembro del tribunal 

que se declare impedido, debe cesar inmediatamente en sus funciones y 

lo debe comunicar al que lo designó, para que este proceda a 

reemplazarlo. 

 

8.1. El o los miembros del tribunal que sean recusados, se deben pronunciar 

al respecto, lo que deben hacer dentro de los cinco días siguientes, 

cuando el recusado o los recusados manifiesten su aceptan de la 

recusación o si por el contrario deciden guardan silencio, deben cesar 

inmediatamente en sus funciones, hecho que deben comunicar al que 

hizo tal designación, para que este tenga la oportunidad a proceder a su 

reemplazo.  

 

8.2. Cundo el miembro del tribunal decida no aceptar la recusación 

planteada, los demás árbitros deben decidir de plano al respecto. 

 

8.3. Cuando sean recusados todos los miembros del tribunal o dos de estos o 

cuando el árbitro se único, el juez civil del circuito competente también 
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de plano resolverá al respecto, para este fin se remite la actuación para 

el respectivo reparto en un término de cinco días, contra el auto a través 

del cual se profiera la decisión correspondiente no procede recurso 

alguno. 

 

8.4. En los casos en que el árbitro haya sido designado por el juez civil del 

circuito competente, para el trámite del impedimento o aceptación de la 

recusación, se remiten a este directamente sin necesidad de reparto, 

para que proceda a la designación del árbitro que remplace al impedido. 

 

9. Trámite del Recurso Extraordinario de Anulación. 

 

9.1. En aquellos casos en que la autoridad judicial competente encuentre que 

el recurso ha sido interpuesto en forma extemporánea lo debe rechazar 

de plano, igual cuando no se haya sustentado en debida forma o las 

causales que se invocan no correspondan a ninguna de las previstas en 

el Estatuto de Arbitraje. 

 

Este recurso está consagrado para hacer un control efectivo de legalidad 

de las decisiones de los tribunales arbitrales, ya que como se ha podido 

advertir en este trámite no existe la posibilidad de interponer el recurso 

ordinario de apelación que se presenta para que el superior jerárquico 

del juez haga este control de sus resoluciones, sin embargo a pesar de 

que está establecido para que su trámite sea extraordinario, en un 

ambiente de litigiosidad excesiva como el nuestro, termina siendo una 

regla general.    

 

9.2. Al Despacho para Sentencia, una vez haya sido admitido el recurso, el 

expediente pasa al despacho para sentencia la cual debe proferirse 

dentro de los tres meses siguientes, en la misma se efectuará la 

liquidación de las condenas y costas a que haya lugar. 
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Sin embargo y a pesar de la no muy antigua expedición del estatuto, este 

término ha tendido a extenderse más de este término dadas las actuales 

circunstancias de congestión de la jurisdicción y la consecuente 

morosidad en la expedición de decisiones definitivas, con lo que se 

estaría desdibujando la institución del arbitraje cuando se propone contra 

el laudo este tipo de recurso, ya que se terminaría nuevamente el dicha 

jurisdicción a la espera de una decisión definitiva que se toma bastante 

tiempo en resolver.   

 

9.3. No Suspensión del Cumplimiento del Laudo Arbitral por 

Interposición y Trámite de Recurso Extraordinario de Anulación, 

cuando se interponga el recuso y se adelante el trámite del mismo no se 

suspende el cumplimiento de lo resuelto en el laudo arbitral con la 

excepción para aquellos casos en que una entidad pública que haya sido 

condenada solicite la suspensión para el cumplimiento del laudo arbitral 

correspondiente. 

 

Esta disposición seguramente se estableció con el ánimo de desmotivar 

la promoción del recurso extraordinario de anulación, ya que respalda 

desde su expedición la legalidad del laudo proferido por el tribunal  

 

9.4. Restricción al Momento de Resolver sobre el Recurso 

Extraordinario de Revisión, la autoridad judicial competente al resolver 

sobre la solicitud de anulación del laudo arbitral, no puede pronunciase 

sobre el fondo de la controversia, ni puede calificar o modificar los 

criterios, las motivaciones, la valoración probatoria o las interpretaciones 

hechas por el tribunal arbitral al adoptar el laudo arbitral. 

 

9.5. Prescripción y Caducidad por Anulación del Laudo Arbitral, se 

considerará que se ha interrumpido la prescripción y no operaría la 
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caducidad, cuando la anulación del laudo se haya proferido con base en 

cualquiera de las causales 3 a 7 de las establecidas en el Estatuto de 

Arbitraje, solo cuando la parte interesada eleve la solicitud de 

convocatoria del tribunal arbitral dentro del término correspondiente que 

es de los tres  meses siguientes a la ejecutoria de la sentencia que 

decretó la anulación del mismo. 

 

Este término perentorio para la parte interesada es de cuidadosa observancia si 

desea mantener la situación jurídica frente a los fenómenos de la caducidad y la 

prescripción, importantes y determinantes si se está decidido en continuar con el 

litigio y la demanda de los presuntos derechos conculcados.  

  

10. Recurso Extraordinario de Revisión, contra el laudo arbitral al igual que 

contra la sentencia que decrete su anulación, procede el recurso 

extraordinario de revisión por las causales y mediante el trámite 

consagrado en el Código General del Proceso.  

 

10.1. La Competencia. 

 

Presentada la demanda ante el centro de arbitraje pactado por las partes o a falta de 

tal estipulación al del lugar del domicilio de la demandada y cuando sea una parte 

integrada por varios miembros en el domicilio de cualquiera de estos.  

 

 El centro de arbitraje ante el cual se presentó la demanda y que 

considerara que no es competente debe remitir la demanda al que 

según su criterio lo es. 

 

 Todos los conflictos de competencia que surjan entre centros de 

arbitraje deben ser resueltos por el Ministerio de Justicia y del 

Derecho. 
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La situación subrayada fue declarada EXEQUIBLE por la Corte Constitucional 

mediante Sentencia C-765-13 de 6 de noviembre de 2013, Magistrado Ponente Dr. 

Alberto Rojas Ríos, en el entendido de que el centro de arbitraje que manifieste que 

no es competente, tiene la obligación de remitir la demanda al que según este lo es.  

 

Cuando no exista centro de arbitraje en el domicilio pactado por las partes o en el 

lugar de domicilio del demandado, la solicitud de convocatoria se debe presentar en 

el centro de arbitraje más próximo desde el punto de vista físico. 

Sobre este punto ya se había hecho alusión anteriormente.  

 

 Excepción de Pacto Arbitral, cuando la parte interesada no 

interponga la excepción de pacto arbitral ante el juez que conoce del 

asunto, tal situación conlleva la renuncia tácita al pacto arbitral para el 

caso particular. 

 

 Decisión sobre la Competencia, en la celebración de la primera 

audiencia de trámite con la asistencia de todos los miembros del 

tribunal, deben resolver sobre su competencia para resolver sobre el 

fondo del asunto.  

 
Contra el auto que resuelve sobre ello solo procede el recurso de 

reposición, cuando la decisión sea que no es competente para 

conocer de ninguna de las pretensiones de la demanda y las de la 

demanda de reconvención, se extinguen los efectos del pacto arbitral 

para el caso particular y se debe disponer la devolución a las partes 

de la porción de gastos no utilizada así como los honorarios recibidos. 

 

 Competencia para Conocer del Recurso Extraordinario de 

Anulación o de Revisión. 
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 Para el de Anulación, la autoridad competente es el Tribunal 

Superior de Distrito Judicial - Sala Civil del lugar en donde se 

adelantó el tribunal arbitral. 

 

 Para el de Revisión, la autoridad competente es la Corte Suprema 

de Justicia- Sala de Casación Civil. 

 

 Para Cuando Intervenga una Entidad Pública o quien 

Desempeñe Funciones Administrativas, la autoridad competente 

es el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo - 

Sección Tercera. 

 

10.2. Cuantía 

 

 Mayor Cuantía, los procesos arbitrales son de mayor cuantía 

cuando versen sobre pretensiones patrimoniales superiores a 

cuatrocientos salarios mínimos legales mensuales vigentes (400 

smlmv). 

 

 Menor Cuantía, los procesos arbitrales son de menor cuantía 

cuando versen sobre pretensiones patrimoniales inferiores a 

cuatrocientos salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

 

 Cuando por razón de la cuantía o de la naturaleza del asunto no se 

requiera de abogado ante los jueces ordinarios, las partes podrán 

intervenir directamente en el arbitraje. 

 

A diferencia de la jurisdicción ordinaria en el procedimiento arbitral solo existen dos 

tipos de cuantía pues en aquellos existen tres, mínima, menor y mayor.  
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10.3. Costos en materia de Arbitraje. 

 

 Límite de Honorarios y Partida de Gastos, el tribunal arbitral 

tiene como suma límite para fijar los honorarios de cada uno de sus 

miembros, el valor equivalente a mil salarios mínimos legales 

mensuales vigentes, es decir que con el salario mínimo para el 

2017, esto equivaldría a ($737’717.000) por cada árbitro y sin son 

tres este valor sería el triple como máximo de honorarios que 

establece la norma, es decir la suma es bastante considerable.  

 

Para el trámite de los asuntos en los cuales el árbitro sea único, los 

honorarios pueden incrementarse hasta en un cincuenta por ciento, es decir 

$(1’106’575.500), como máximo. 

 

Para la fijación de los honorarios del secretario, estos no pueden exceder de 

la mitad a los de un árbitro, esto corresponde a ($368’858.500), actualmente. 

 

Para los asuntos en que no sea posible determinar la cuantía de las 

pretensiones, los árbitros tienen como suma límite para fijar sus honorarios, 

el valor equivalente a quinientos salarios mínimos legales mensuales 

vigentes59, con el salario mínimo mensual vigente serían ($368’858.500). 

 

Como podemos ver, el máximo de los honorarios que se pueden fijar, encuentra 

actualmente su límite actualmente en los ($2’582.009.500), (para tres árbitros y el 

secretario), suma nada despreciable y por supuesto de observancia necesaria para 

decidir acudir al arbitraje como medio para dirimir controversias, por tanto se debe 

pensar muy bien en puntos como este para tomar tal decisión.  

     

 Medidas Cautelares, para cuando se pretenda el decreto de 

cualquier medida cautelar innominadas, la parte demandante debe 

                                            
59

 Artículo 26, Ley 1563 de 2012, Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional. 
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prestar una caución equivalente al veinte por ciento del valor total 

de las pretensiones estimadas en el libelo de demanda. 

 

El anterior requisito con el fin de responder por eventuales costas 

y/o perjuicios derivados de su decreto y práctica, lo anterior sin 

perjuicio de la facultad que tiene el tribunal para que de oficio o por 

solicitud de parte, pueda aumentar o disminuir el valor de la 

caución,  cuando este lo considere razonable o si así lo resolviera, 

fijar uno superior al momento en que decreta la medida cautelar60. 

 

11. CAPITULO III EL PROCEDIMIENTO CIVIL. 

 

11.1. Procesos declarativos, de conocimiento o cognición 

 

Esta clasificación de procesos que es a través de la cual se resolverían las 

controversias que se pudieren suscitar entre particulares, con capacidad de transigir 

sus asuntos y que si no decidieren hacer un pacto de arbitraje, tendrán que acudir a 

la jurisdicción ordinaria y tramitarían la solución de sus diferencias a través de este 

tipo de proceso.  

 

A partir de la entrada en vigencia del Código General del Proceso, en su totalidad e 

incluso desde la expedición de la Ley 1395 de 2010, se trajo una nueva clasificación 

para los procesos judiciales que antes se conocían como: ordinarios; el abreviado y 

los verbales de mayor y menor cuantía, todos ellos denominados en una nueva 

clasificación que se conoce ahora como procesos verbales.  

 

Igualmente en cuanto a los procesos verbales sumarios fueron sustituidos por los de 

igual denominación verbales sumarios.  

 

                                            
60

 Artículo 32, Ley 1563 de 2012, Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional. 
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 Términos de duración de los proceso en única o primera 

instancia.  

 

A partir de la expedición de la Ley 1395 de 2010, se introdujo una modificación de 

gran calado al procedimiento civil y que consiste en establecer plazos perentorios a 

los operadores judiciales para que emitan la correspondiente sentencia definitiva de 

los asuntos puestos en su conocimiento así:  

 

Para los procesos que se iniciaron en vigencia del artículo 9, de la Ley 1395 de 

2010, (hoy derogado por el Código General del Proceso 61 ), se estipuló que a 

excepción de que se interrumpa o se suspenda el proceso por causa legal.  

 

No puede trascurrir un plazo mayor a un año para que se profiera la sentencia de 

primera instancia, en caso de tener apelación esta debe resolverse en un plazo no 

mayor a seis meses, con la consecuencia de que si este plazo es inobservado por el 

Juez, automáticamente perderá la competencia para decidir sobre el asunto puesto a 

su consideración y cualquier actuación posterior a ello sería nula de pleno derecho.  

 

Según anota el doctor Bejarano Guzmán62, para los procesos que se hayan iniciado 

en vigencia de la Ley 1395 de 2010 y que no han sido sentenciados al entrar a regir 

el Código General del Proceso, se les aplica en pleno la Ley, conforme la regla 

establecida en el artículo 624 del Código General del Proceso que reformó el artículo 

40 de la Ley 153 de 1887, ya que según él, al considerar ese criterio, el tránsito de 

legislación, para el computo de los términos que hayan empezado a contabilizarse 

en vigencia de la ley derogada, estos se concluirán según esta, en consonancia con 

el principio de ultractividad  de la ley procesal.   

 

                                            
61

El artículo 9 de la Ley 1395 de 2010, quedó derogado a partir del primero de enero de 2016, al 
entrar a regir en pleno el Código General del Proceso, conforme lo consagra la parte final del literal c) 
del artículo 626.  
62

BEJARANO, Ramiro, Procesos declarativos, arbitrales y ejecutivos. Editorial Temis, sexta edición, 
Bogotá, 2016, Pág. 8.  
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11.2. El Proceso Verbal. 

 

Debe someterse a este tipo de proceso todo asunto contencioso, con naturaleza 

declarativa que no esté enmarcado en un trámite especial63.  

 

El escrito de demanda que se presente para promover un proceso de esta naturaleza 

y que podría tramitarse mediante un tribunal arbitral, cuando las partes estén en 

capacidad de transigir sobre lo que se debate, debe reunir todos los requisitos de 

forma señalados en la ley procesar para este tipo de actos así:  

 

 El juez a quien se dije. 

 

 El nombre y la vecindad de las partes, señalando el número de 

identificación del demandante y de su representante y si se tiene el del 

demandado, si es una persona jurídica se debe indicar el número de 

identificación tributaria - Nit.  

 

 El nombre del apoderado judicial del demandante, cuando actúe a través 

de este. 

 

 Las pretensiones expresadas con precisión y claridad. 

 

 Los hechos que sustentan las pretensiones, debidamente determinados, 

clasificados y numerados. 

 

 La solicitud de pruebas que pretenda hacer valer, indicando los 

documentos que el demandado tiene en su poder para que este los 

aporte. 

 

                                            
63

Artículo 368 del Código General del Proceso.  



86 

 El juramento estimatorio de la indemnización de perjuicios que se 

pretende, cuando corresponda. 

 

 Los fundamentos de derecho. 

 

 La estimación de la cuantía del asunto, cuando sea necesaria para 

determinar la competencia o el trámite. 

 

 El sitio, la dirección física y electrónica, donde el demandante, su 

apoderado, los demandados y los representantes de estos recibirán 

notificaciones personales. 

 

 Sin perjuicio de que la ley establezca alguno más. 

 

Como existe la posibilidad de presentar demandas mediante mensaje de datos, esta 

no requerirá de firma digital, bastará identificarse con nombre y número de 

documento. 

 

a) Admisión, inadmisión y rechazo de la demanda. El juez al momento de 

evaluar los aspectos formales de la demanda, es decir al verificar el 

cumplimiento de los requisitos formales de esta, anteriormente señalados, 

puede resolver en tres sentidos:  

 

1. Si la admite, entonces dispondrá la notificación de este auto al demandado 

y le correrá el traslado correspondiente.  

 

2. Si la inadmite, lo hará motivando la razón que solo podrá consistir en lo 

siguiente: cuando no cumpla con los requisitos formales; cuando no se hayan 

aportado los anexos que dispone la ley; cuando las pretensiones no cumplan 

los requisitos de ley; cuando el demandante incapaz actúe sin representante; 

cuando el que formuló la demanda carezca del derecho de postulación; 
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cuando no se haya hecho el juramento estimatorio de ser el caso; cuando 

requiera de conciliación previa y no se acredite, en este caso y señalado el 

defecto en el auto correspondiente, se concede al demandante un plazo de 

cinco días para que corrija los defectos, si no lo hiciere el juez la rechazará:  

 

3. Si la rechaza, cuando el juez advierta que carece de jurisdicción o 

competencia para conocer del asunto o cuando esté vencido el término de 

caducidad de la demanda, la rechazará.  

 

b) Traslado de la demanda, cuando el Juez haya admitido la demanda se 

notificará este auto que la admitió al demandado y comenzará a correr el 

traslado para que la conteste dentro del término de los veinte días siguientes, 

término de traslado igual al del proceso arbitral.  

 

c) Traslado solicitud pruebas adicionales sobre hechos en que se fundan 

excepciones de mérito, cuando el demandado presente excepciones de 

mérito, se corre un traslado de cinco días para que el demandante solicite las 

pruebas adicionales sobre los hechos que fundan las excepciones, esto en 

procura de la salvaguarda del derecho de contradicción y defensa. 

 

d) Excepciones previas, se corre traslado al demandante por el término de 

cinco días.  

 

e) Demanda de reconvención, cuando el demandado interponga esta 

demanda, una vez vencido el término de traslado de la inicial, se corre el 

mismo traslado de aquella es decir veinte días.  

 

f) Audiencia Inicial, el juez, salvo norma en contrario, debe señalar fecha y 

hora para adelantar esta audiencia, cuando se haya vencido el término de 

traslado de: la demanda; la reconvención; el llamamiento en garantía o de las 

excepciones de mérito o resueltas las excepciones previas que deban 
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resolverse antes de esta audiencia, previniendo sobre las consecuencias de 

su inasistencia y de que en ella se practicarán los interrogatorios de parte.  

 

El juez debe citar a las partes para que concurran a esta audiencia, 

igualmente teniendo en cuenta que en esta se intentará la conciliación judicial, 

además de estas deben asistir también sus apoderados. 

 

Al igual que en el trámite arbitral en el procedimiento ordinario también se 

intentará la conciliación como mecanismo alternativo de solución del conflicto 

y sin importar que esta se hubiere intentado como requisito de procedibilidad, 

al igual que ya se comentó anteriormente siempre es loable brindar el tiempo 

y el espacio para que las partes involucradas consideren esta alternativa, ya 

que esto contribuye notablemente a superar la actual congestión que tiene 

esta jurisdicción además de las ventajas señaladas precedentemente.  

 

Si ninguna de las partes asiste a la audiencia, no se adelantará, vencido el 

término para excusarse sin manifestación alguna, el juez dará por terminado 

el proceso. Esta consecuencia me parece totalmente buena ya que imprime 

tácitamente cierta coerción para que una vez iniciado el proceso judicial las 

partes vean la necesidad de tener que asistir a esta diligencia, so pena de la 

consecuencia prescrita con todo lo que ello puede implicar.    

 

A la parte o al apoderado que no asista a la audiencia inicial el juez debe 

imponer la sanción económica de cinco salarios mínimos legales mensuales 

vigentes. Otra medida coercitiva para que las partes no dejen de asistir a la 

audiencia, garantizando en cierta forma que la misma no tenga que ser 

reprogramada.   

 

Cuando el asunto no requiera de la práctica de pruebas adicionales, oídas 

cada una de las partes hasta por veinte minutos, el juez puede proferir allí 

mismo la sentencia correspondiente.  
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Esta oportunidad, se llegar a volverse una política de administración judicial 

tendría gran incidencia en los problemas que tiene actualmente esta 

jurisdicción, pues estaría terminando plausiblemente procesos en los que no 

se requiera la práctica de pruebas adicionales, sin tener que continuar con el 

curso normal que resultaría evidentemente innecesario.  

   

 Conciliación, desde el comienzo de la audiencia el Juez invitará a las 

partes para que acudan a este mecanismo alternativo de solución de 

controversias, proponiendo fórmulas de arreglo que estime justas, sin 

implicar prejuzgamiento, en caso de llegar a una conciliación total entre 

las partes, esta prestará mérito ejecutivo y se dará por terminado el 

proceso, en caso de que se llegara a un acuerdo parcial, se aprobará por 

parte del juez esta parte y el proceso continuará respecto de lo demás.   

 

En este punto es importante prestar suma atención de parte de todos los 

involucrados en caso de llegar a un acuerdo conciliatorio, puesto que el 

acta que allí se levante debe quedar elaborada de tal forma que las 

obligaciones que surjan a partir de ella, sean totalmente claras, expresas 

y que quede señalado su punto de exigibilidad, advierto sobre ello ya que 

en la práctica se han presentado y no aisladamente, casos en los cuales 

al incumplirse el acuerdo de conciliación, el documento no supera el 

examen para que pueda ser título ejecutivo, al carecer de alguno de los 

requisitos resaltados.  

 

 Decreto de pruebas, el juez dispondrá sobre el decreto de las pruebas 

solicitadas por las partes y las que de oficio considere necesarias para 

esclarecer los hechos.  

 

 Fecha y hora para la audiencia de instrucción y juzgamiento, antes 

de concluir la audiencia inicial el juez debe señalar fecha para esta 
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audiencia y dispondrá sobre todo lo pertinente para la práctica de las 

pruebas decretadas.  

 

g) Audiencia de instrucción y juzgamiento, durante la realización de esta 

audiencia el juez debe contar con el tiempo suficiente para practicar todas las 

pruebas decretadas, escuchar las alegaciones de instancia de las partes y 

proferir la sentencia correspondiente.  

 

En este punto quiero reiterar lo que considero una desventaja de este procedimiento 

y es el hecho de que a partir de la implementación del sistema oral, en una sola 

audiencia se presenten las alegaciones de conclusión de las partes y en esta misma 

se profiera la sentencia correspondiente, ya que este es un importante paso en los 

procesos judiciales, puesto que es allí donde cada una de las partes expone al juez 

su tesis sobre la situación fáctica, los fundamentos derecho y la decisión de fondo 

que en su sentir se debe proferir para la resolución del asunto 

 

Entonces con la implementación del nuevo sistema es sumamente arriesgado 

pretender que en una sola audiencia, el juez tenga contacto con los medios de 

prueba, escuche los alegatos de las partes y allí mismo emita una valoración del 

acervo probatorio, señale las normas de derecho que según su criterio son aplicables 

al caso particular, además de todo ello, sin perjuicio de la observancia de las otras 

fuentes del derecho como la jurisprudencia – doctrina probable – entre otras, 

poniendo al juez en una situación bastante compleja por todo lo que debe asumir en 

una sola audiencia, con el agravante de estar en la transición de un sistema al otro, 

situación que pone en bastante peligro el fin último de todo proceso judicial que es 

precisamente procurar por la justicia. 

   

 Interrogatorio de parte, en el caso de que el juez haya aceptado la 

excusa por inasistencia de alguna de las partes a la audiencia inicial, 

realizará el interrogatorio a dicha parte.  
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 Determinación de hechos, nueva fijación del litigio, hechos que se 

consideran demostrados y rechazo pruebas decretadas en 

audiencia inicial por innecesarias, el juez requerirá a las partes para 

que definan los hechos en los que están conformes, sin embargo deben 

ser susceptibles de confesión, seguidamente fijará nuevamente el litigio, 

señalando los hechos que considera probados y finalmente rechazará 

aquellas pruebas que considera innecesarias y se habían decretado en 

la audiencia inicial.  

 

 Practica de pruebas, respetando el siguiente orden el juez procederá 

así: 1. Interrogara a los peritos citados a la audiencia, por él o solicitados 

por alguna de las partes. 2. Recepción de testimonios de los presentes y 

si lo considera pertinente se prescinde de los ausentes. 3. Exhibición de 

documentos y práctica de las demás pruebas decretadas. 

 

 Alegatos de instancia, primero se oirán los alegatos del demandante y 

posterior a este se deben oírlos del demandado, concluyendo con las 

demás partes, cada uno contará con un espacio de hasta veinte minutos.  

 

 Sentencia, seguidamente el juez emitirá la sentencia que en derecho 

corresponda, aún en ausencia de alguna de las partes o sus 

apoderados, cuando sea necesario a criterio del juez, podrá decretar un 

receso de hasta  dos horas para proferir la sentencia.  

 

En caso de que el juez estime que no es posible proferir la sentencia en 

forma oral, anunciará el sentido del fallo, exponiendo en breve los 

fundamentos y emitirá por escrito la resolución definitiva dentro de los 10 

días siguientes, sin perjuicio del plazo máximo para proferir sentencia de 

instancia.  
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Estas últimas disposiciones son bastante prudentes teniendo en cuenta la gran 

responsabilidad que debe asumir el juez en una sola audiencia, como ya se hiciera 

alusión anteriormente.  
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12. CAPITULO IV COMPARACIÓN GRÁFICA  DEL PROCESO ARBITRAL 

FRENTE A LA JURISDICCIÓN ORDINARIA. 

 
12.1. Flujo de proceso del proceso arbitral. 

 

12.1.1. Recurso extraordinario de revisión contra el Laudo Arbitral 

 

Presentación 
Demanda. 

• Integración tribunal. 

• Designación de 
arbitros, cinco días. 

• Aceptación de 
arbitros, cinco días.  

• Audiencia instalación 
tribunal. 

• Aceptación, 
designación 
presidente y 
secretario, cinco 
días.  

• Traslado para 
contestar demanda 
20 días. 

• Traslaso solicitud 
pruebas adicionales 
- excepciones de 
mérito, cinco días.   

Admisión 
Demanda. 

• Audiencia 
Conciliación. 

• Fijación de 
honorarios y gastos.   

Primer Audiencia 
de Trámite. 

• Tribunal resuelve 
sobre competencia.  

• Decreto de pruebas. 

• Inicio computo 
tiempo duración 
proceso. 

• Duración de seis 
meses como regla 
general.  

• Prorroga máxima 
seis meses.  

• Suspensión 
máxima seis 
meses.  

• Suspensiones, por 
impedimento, 
recusación y/o 
muerte arbitros.  

Audiencia de 
alegaciones.  

• Alegaciones cada 
una de las partes 
máx., una hora.  

• Fijación fecha y hora 
para audiencia de 
adopción y lectura 
laudo.  

Audiencia de 
adopción y 

lectura fallo.  

• Lectura parte 
resolutiva laudo.  

• Termino de cinco 
días para, solicitud, 
aclaración, 
corrección y 
complemento del 
laudo.  

Interposición del 
Recurso. 

•Sustentado e invocando 
las causales de anulación, 
dentro de los 30 días 
siguientes a la notificación 
del laudo o auto que 
resuelva la aclaración, 
corrección o adición.  

•Traslado a la contraparte 
durante 15 días.  

•Envío vencido el traslado 
anterior a la autoridad 
competente, que hace 
parte de la jurisdición 
ordinaria, dentro de los 
cinco días siguientes.  

Admisión Recurso. 

•Admitido el recurso pasa 
al despacho para 
sentencia, que se proferirá 
dentro de los tres meses 
siguientes.  

•No hay suspensión del 
cumplimiento del laudo por 
interposición o trámite del 
recurso.  

Sentencia.  

•En la sentencia se 
liquidaran las condenas y 
costas.  
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12.2. Flujo del Proceso Civil Verbal. 

 

12.2.1. Primera instancia 

 

12.2.2. Segunda instancia 

 

 

 

Presentación 
Demanda. 

• Radicación y reparto de 
la demanda.  

• Envío al funcionario 
correspondiente. 

• El término para proferir 
sentencia de primera 
instancia es de un año 
contado a partir de la 
notificación de la 
admisión de la 
demanda.  

• Proroga, este se puede 
prorrogar hasta por seis 
meses más.  

• La demanda se debe 
admitir dentro de los 
treinta días siguientes a 
su presentación, de lo 
contrario el término 
para proferir sentencia 
de primera instancia se 
contará desde el día 
siguiente a su 
presentación. 

Admisión Demanda. 

• Admisión demanda 
dentro de los treinta 
días siguientes, para 
que el término para 
proferir sentencia se 
compute desde la 
admisión y no desde el 
día siguiente a la 
presentación.  

• Traslado al 
demandado, 20 días.  

• Traslaso solicitud 
pruebas adicionales - 
excepciones de mérito, 
cinco días.   

Audiencia Inicial. 

• Vencido el traslado 
anterior, se citará a esta 
audiencia.  

• Conciliación, se 
intentará llegar a un 
acuerdo entre las 
partes.  

• Decreto de pruebas, las 
solicitadas por las 
partes y las de oficio 
que el juez considere 
necesarias.  

• Antes de concluir esta 
audiencia se señalará 
fecha para audiencia de 
instrucción y 
juzgamiento. 

Audiencia de 
Instrucción y 
Juzgamiento.  

• Interrogatorio de parte, 
si el juez aceptó excusa 
de inasistencia de la 
parte a la primera 
audiencia.  

• Determinación hechos, 
nueva fijación del litigio, 
hechos que se 
consideran 
demostrados y rechazo 
pruebas decretadas en 
audiencia inicial por 
innecesarias. 

• Práctica de pruebas.  

• Alegaciones de 
instacia.  

Sentencia.  

• En la misma audiencia 
el juez emitirá la 
sentencia que en 
derecho corresponda.  

• Puede hacer un receso 
de dos horas si lo 
requiere.  

• Puede emitir el sentido 
del fallo y resumir sus 
fundamentos, para 
proferrir la sentencia en 
forma escrita dentro de 
los 10 días siguientes.  

Interposición 
Apelación. 

• Son apelables las 
sentencias de primera 
instancia.  

• Si la sentecia se 
profiere en audiencia 
se debe interponer en 
esta, si se profiere por 
escrito se hace 
durante los tres días 
siguientes a la 
notificación.  

• El Juez de segunda 
instancia cuenta con 
un término de seis 
meses contados a 
partir de la recepción 
del expediente en 
secretaría.  

• El plazo puede ser 
prorrogado por seis 
meses más.  

Escrito del Recurso 
de Apelación. 

• El apelante debe 
precisar al momento 
de interponer el 
recurso en audiencia o 
dentro de los tres días 
siguientes a su 
finalización o durante 
los tres días siguientes 
a la  notificación, los 
reparos concretos 
sobre la decisión, 
sobre los cuales 
versará la 
sustentación ante el 
superior.  

• Una vez presentando 
lo anterior se realizará 
el envío al superior, 
dentro de los cinco 
días siguientes.  

Trámite  

• Práctica de pruebas, 
dentro del témino de 
ejecutoria del auto que 
admite, las partes 
podrán pedirlas y el 
juez las decretará, 
solo en los casos 
taxtativamente 
señalados en la ley.  

• Ejecutoriado el auto 
que admite, el juez 
fijará fecha para 
audiencia de 
sustentación y fallo.  

Audiencia de 
Sustentación y 

Fallo. 

• Si son decretadas 
pruebas, en esta 
audiencia se 
practicarán.  

• Traslado para 
alegaciones de 
instancia.  

• Sentencia.  
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13. CAPITULO V EL ARBITRAJE FRENTE A OTROS MECANISMOS DE 

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA O SOLUCIÓN DE CONFLICTOS. – 

 

Autocomposición  

 

Este método hace referencia a aquellas modalidades de resolver conflictos en las 

cuales son las mismas partes las que buscan una solución directa de sus diferencias, 

considerando sus propios intereses y necesidades, acudiendo principalmente como 

fuente a la equidad antes que al derecho, pues no se acude a las normas de esta 

naturaleza aplicables al caso particular sino que se da prelación a los intereses y 

necesidades reales de las partes, para con ello llegar a una solución que se 

compadezca más con el contexto real del conflicto.  

 

Esta posibilidad es un ejemplo palpable del ejercicio de la autonomía de la voluntad 

privada, ya sea o no con la intervención de terceros neutrales e imparciales que les 

pueden asistir y asesorar para la búsqueda de la solución pero que en todo caso son 

las mismas partes las que llegan al acuerdo y el tercero en nada puede obligar a que 

lo hagan.  

 

Este método tiene presenta diversas formas como son:  

 

La conciliación, que emana directamente del marco constitucional el cual en su 

artículo 116, parágrafo 4º señala que los particulares pueden ser investidos 

transitoriamente de la función de administrar justicia en la conciliación, fungiendo 

como conciliadores.  

 

A su vez el mentado artículo de la constitución política ha sido objeto de desarrollo 

legal por tanto en el artículo 64 de la Ley 446 de 1998, expresó en forma general la 

conciliación como un mecanismo de resolución de conflictos, mediante el cual las 

partes interesadas gestionan entre sí, la solución de sus diferencias, con la 
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asistencia de un tercero que debe ser calificado y que además es neutral frente al 

conflicto y al cual se le denomina conciliador.  

 

La labor del conciliador se limita a mediar entre las partes y a proponer fórmulas de 

arreglo que puedan ser del interés de las mismas pero que en ningún caso puede 

sustituir la voluntad que estas tengan y el acuerdo al que finalmente decidan llegar, 

respetando en todo caso los límites que gobiernan este método, (son conciliables 

todas las materias que sean susceptibles de transar, desistir y conciliar64).  

 

Ahora a diferencia del arbitraje que es heterocompositivo pues en este las partes 

delegan en un tercero la solución del conflicto y lo que este decida tiene fuerza 

vinculante con los mismos efectos que genera la decisión de un juez permanente, el 

cual en el primer caso se denomina laudo arbitral y en el segundo se denomina 

sentencia o fallo.  

 

Podemos ver entonces claramente la diferencia entre la conciliación y el arbitraje, ya 

que en la primera la solución es entre las mismas partes y el tercero solo interviene 

para colaborar a que estas lleguen a una solución del conflicto y en el arbitraje por el 

contrario el tercero resuelve el conflicto y las partes quedan necesariamente 

obligadas a acatar la decisión.  

 

Este mecanismo tiene similares características a otras formas de inter-composición 

como la mediación, en el cual el tercero actúa como facilitador neutral e imparcial 

pero a diferencia de la conciliación este no requiere autorización estatal y el acuerdo 

al que lleguen las partes, sería una transacción.  

 

Otro método similar de auto-composición es la negociación o arreglo directo, con la 

gran diferencia de que en este no hay intervención de terceros, sino que son las 

mismas partes las que llegan a un acuerdo, produciendo en todo caso un acuerdo de 

transacción.  

                                            
64

Artículo 19, Ley 640 de 2001.  
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Heterocomposición.  

 

A diferencia de la solución auto-compositiva en la cual las partes llegan a un acuerdo 

directamente entre ellas, con o sin la intervención de un tercero, en tratándose de 

heterocomposición son las mismas partes las que difieren en un tercero ajeno a la 

controversia la posibilidad de solucionar el conflicto, para cumplir con su función este 

tercero acude a la normatividad aplicable al caso particular, a través de un 

procedimiento previamente establecido y observando en todo caso el derecho 

fundamental del debido proceso.  

 

En este tipo de solución la participación de las partes es limitada y la solución del 

caso particular no depende de la voluntad que cada una de estas tenga, la solución 

la elabora el tercero y las partes quedan vinculadas obligatoriamente a esta, 

pudiendo incluso hacer cumplir la decisión coercitivamente.  

 

Un ejemplo de este tipo de solución diferente al arbitraje es:  

 

La amigable composición, frente a este otro método de resolución de conflicto, las 

partes delegan en un tercero imparcial que resuelve, dirime o solución la controversia 

suscitada entre las partes, conforme el mandato que ellas mismas han otorgado a 

este último. 

 

Por tanto las características de este método de resolución de conflictos son: el 

carácter de la creación que es de origen legal, es típico, es normativo, es contractual, 

pertenece al ámbito del derecho privado, no es jurisdiccional, la decisión tiene 

efectos de transacción, el amigable componedor puede ser de un número singular o 

plural, puede ser una persona natural o jurídica 65 , no requiere ser abogado, el 

fundamento de la decisión es la equidad sin perjuicio de la reglas de derecho.  

                                            
65

RODRÍGUEZ CORTÉS, Héctor Manuel, Justicia alternativa y solución de conflictos. Universidad 
Inca de Colombia, primera edición, 2014, pág. 82.     
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Observado lo anterior podemos decir que la amigable composición frente al arbitraje 

aun cuando tiene características similares como que juntos son heterocompositivos 

es decir que es un tercero quien proporciona la solución del conflicto, que es un 

procedimiento igualmente reglado y que los dos mecanismos están consagrados en 

el ordenamiento jurídico, sus diferencias serían que en la amigable composición el 

procedimiento no es jurisdiccional, como si lo es en el arbitraje y que por tanto la 

decisión que profiere el amigable componedor no es equiparable a una sentencia o 

fallo judicial proferido por un juez permanente. 

 

14. CAPITULO VI CONCLUSIONES. 

 

Teniendo en cuenta que el objetivo general de este trabajo era estudiar la institución 

jurídica del arbitraje comercial en Colombia como mecanismo alternativo real de 

solución de conflictos frete a la jurisdicción ordinaria, podemos concluir:  

 

Respecto a los antecedentes normativos se encuentra que a lo largo del tiempo 

transcurrido desde el antecedente más remoto con que se cuenta en Colombia sobre 

el arbitraje – pacto arbitral, - cláusula compromisoria y compromiso (Ley 105 de 

1890). 

 

A pesar de haber sido expedidas un número considerable de normas, los cambios 

significativos en cuento a las características que identifican el arbitraje, como su 

carácter de opcional frente a la administración de justicia en cabeza del Estado que 

es permanente, su aspecto de privado, la limitación a ciertos asuntos, la no 

permanecía de este modelo de administración de justicia, la habilitación necesaria de 

los operadores judiciales (árbitros), su costo a cargo de los interesados en acudir a él 

como mecanismo alternativo de solución de conflictos, su consagración de orden 

legal y reglamentario, en cuanto a su alcance y forma de adelantar.  
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Por otra parte siempre acorde con las tendencias foráneas que han dado unos 

matices que definen el arbitraje y sin los cuales perdería su composición, ya que 

como se ha estudiado no podría por ejemplo este mecanismo alternativo de solución 

de conflictos sustituir el servicio público de administración de justicia en cabeza del 

Estado, ni tampoco por lo menos en Colombia permitir su uso para asuntos de 

cualquier naturaleza sino siempre reservado para temas previamente estipulados por 

el legislador. 

 

Aún en nuestros días lo es, según señala el Estatuto de Arbitraje Nacional e 

Internacional, para aquellos asuntos de libre disposición o aquellos que la Ley 

autorice, siendo más exactos al momento de terminar la presente investigación para 

los asuntos de libre disposición, ya que a la fecha no ha sido expedida en materia 

legislativa, norma alguna que autorice la utilización del arbitraje como mecanismo 

alternativo de solución de conflictos.  

 

Entonces como se pudo descubrir a través de este trabajo de investigación en 

cuanto a la evolución normativa histórica nacional de este mecanismo, a pesar del 

nutrido número de normas que han regulado el arbitraje, siempre se han considerado 

características de su esencia para su prescripción, retomando muchas veces incluso 

a modelos anteriores, para finalmente estar bajo la vigencia de un Estatuto de 

Arbitraje Nacional e Internacional – Ley 1563 de 2012. 

 

Cuerpo normativo muy bien logrado dado que como muestra del interés 

gubernamental en fortalecer los mecanismos alternativos de solución de conflictos, 

decidió que para la formulación del proyecto a  presentar al órgano legislativo, crear 

una comisión de expertos, desde el punto de vista académico como de experiencia 

en este tema. 

 

De manera que se concluyó con la expedición de un Estatuto bien elaborado en 

términos generales y digo generales ya que como toda norma que se expide, solo a 

través de su aplicación y desde luego considerando las opiniones opuestas al 
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momento su entrada en vigencia, igualmente su desarrollo desde la jurisprudencia, 

se puede ir tomando una posición crítica frente a este.  

 

Frente al pacto arbitral como negocio jurídico tenemos que, aun cuando la tendencia 

de considerale como tal no es novedosa y que a pesar de que no se había aceptado 

a tal punto, dicha tendencia ya venía haciendo un gran eco en nuestro ordenamiento 

jurídico, dados los grandes avances tanto desde la academia, la doctrina y desde 

luego desde las decisiones de nuestro jueces, para terminar hoy por hoy con un 

señalamiento expreso de arbitraje como negocio jurídico (artículo 13, Ley 1563 de 

2012). 

 

Nuestro Congreso al terminar expidiendo una norma en la cual se consideraba al 

pacto arbitral como negocio jurídico en forma expresa, dejó en claro cuál es la teoría 

mayoritariamente acogida por nuestra cultura jurídica, situación esta que ha dado 

paso a que hoy se puedan concluir cosas como que al ser considerado el pacto 

arbitral como negocio jurídico, se debe considerar necesariamente todo el desarrollo 

de la teoría del negocio jurídico como acuerdo de voluntades.  

 

Al decir que el pacto arbitral es un negocio jurídico y que toda la teoría sobre el 

negocio jurídico ahora hace parte del mismo, se ha empezado a hablar de los 

elementos del pacto arbitral, aquellos de su esencia,  los de su naturaleza y los 

accidentales por ejemplo, igualmente de la capacidad de las partes para pactar 

arbitraje, de la libre formación y expresión de su consentimiento, del objeto del pacto, 

arbitral, de la causa de este, todos estos conceptos de la teoría general del negocio 

jurídico como parte integrante del pacto arbitral.  

 

Sin embargo como la norma es de reciente expedición, de que hasta el momento se 

han expedido pocos textos sobre esta tendencia, su real comprensión requiere del 

paso del tiempo, de la aplicación de la norma, de la interpretación dada para resolver 

asuntos particulares por los diferentes operadores judiciales, para que podamos 

empezar el andamiaje de una teoría visible, que se pueda comprender, aclarar y 
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refutar para empezar a tomar decisiones sobre ella, como revaluarla, modificarla o 

comprenderla en tal o cual sentido.  

 

En cuanto a la expedición del Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional se ha 

señalado por ejemplo por parte de la jurisprudencia concluye que constituye un 

estatuto propiamente tal, en cuanto reúne las condiciones de ser unitario, ordenado y 

completo66.    

 

Ahora en cuanto a la comparación entre la forma en que actualmente se tramitan los 

diferentes asuntos en la Jurisdicción Ordinaria en cabeza del Estado y el Arbitraje 

como mecanismo alternativo de solución de conflictos se encontraron las siguientes 

conclusiones, que pueden ser consideradas como bondades o desventajas 

dependiendo desde donde se le vean:  

 

a) Sobre la permanencia, la justicia ordinara es de carácter permanente, es 

decir los interesados pueden acudir a ella en cualquier tiempo y de forma 

inmediata, - sin embargo no hay que dejar sin señalar que esta permanencia 

se ha visto interrumpida en los últimos tiempos con ocasión de los ya 

reiterados ceses de actividad que se han presentado- a da diferencia del 

arbitraje que requiere de ser instalado para que empiece a funcionar.  

 

b) En cuanto a la gratuidad, la justicia ordinaria es gratuita, gratuidad de la que 

no goza el arbitraje pues los interesados en acudir a este mecanismo 

alternativo de solución de conflictos deben asumir los costos administrativos y 

de honorarios que se causan, sin embargo esto siempre resiste un análisis 

económico al armonizarlo con otras características como se están resaltando 

y sin perjuicio del arbitraje social.  

 

                                            
66

COMITÉ COLOMBIANO DE ARBITRAJE, ESGUERRA PORTOCARRERO, Juan, Estatuto arbitral 
colombiano, análisis y aplicación de la Ley 1563 de 2012, Legis Editores S.A., Colombia, 2013, 
primera edición. Págs., xxxiv - xxxv. 
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c) Sobre la especialidad, en la jurisdicción ordinaria existen los jueces civiles, 

que conocen de lo civil y de lo comercial, situación esta que en ocasiones va 

en desmejora de la justicia real pues ciertos asuntos que se ponen en 

conocimiento de estos requieren especiales conocimiento en lo uno o en lo 

otro y si el juez resuelve el conflicto carece de ellos como sería natural dada 

su especialidad, la justicia real podría verse afectada, evento al que se puede 

dar un mejor manejo en el arbitraje pues las partes pueden designar los 

árbitros que según su especialidad, formación y experiencia están en 

capacidad de resolver la controversia suscitada.  

 

d) Las clases de decisión definitiva que se pueden proferir, en la jurisdicción 

ordinaria, la sentencia, fallo o decisión definitiva siempre se profiere en 

derecho, por su parte el arbitraje ofrece otras posibilidades como la emisión 

de un laudo en equidad o técnico como alternativas a laudo que se profiere en 

derecho. 

 
Este aspecto lo considero relevante dado que sin duda existen casos para los 

cuales el derecho como fuente de la decisión no da una solución de justicia 

real, ya que por ejemplo cuando se acude a la equidad en ciertos casos se 

daría una solución más justa para las partes, en cuanto a lo que se refiere a lo 

técnico, sin duda se presentan controversias en las que el debate gira en 

torno a aspectos meramente técnicos y a los cuales la decisión que más se 

acercaría a la justicia sería un laudo que tenga como fuente este aspecto.  

 

e) La libertad de señalar las características del trámite, para acudir a la 

justicia ordinaria, son muy pocas las cosas que están en disposición de las 

partes como por ejemplo el domicilio contractual para determinar la 

competencia del juez, pero en el arbitraje el espectro es mucho más amplio 

las partes pueden señalar multiplex características del procedimiento como se 

pudo evidenciar a lo largo de este trabajo. 
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Sin embargo esta posibilidad requiere como ya se ha resaltado una especial 

atención de la normatividad a pesar de que en la mayoría de las hipótesis el 

Estatuto actúa de forma supliendo el silencio de las partes, es por ello la 

importancia del saber que se puede y que no.  

 

f) Los términos para la duración de los procesos, en la jurisdicción ordinaria 

para el momento en que se concluye esta investigación se encuentra en 

vigencia el Código General del Proceso y por tanto un proceso, señala este 

que no puede transcurrir más de un año para que el juez profiera sentencia de 

primera instancia y seis meses para que se profiera la sentencia de segunda 

instancia de ser el caso, salvo las causas legales de interrupción y suspensión 

 

Este término puede ser prorrogado por el juez hasta por seis meses más en 

cada instancia, además de debe considerar que el Código también señaló que 

el computo de este término se hace a partir de la notificación del auto 

admisorio de la demanda, igualmente se debe considerar que para que el juez 

notifique el auto admisorio de la demanda cuenta con 90 días a partir de la 

presentación de la misma. 

 

En conclusión un proceso en dicha jurisdicción y en teoría debe durar un año 

si no hay prorroga o un año y seis meses dada esta en primera instancia y 

seis meses si no hay prorroga y seis meses más dada esta, más los noventa 

días que tiene el juez para notificar el auto admisorio de la demanda, cabe 

aclarar que estos días son hábiles, pongamos que son cuatro meses 

considerando los festivos, es decir en el mejor de los casos podría durar 

máximo un año y diez meses. 

 

En cuanto al arbitraje, desde la integración del tribunal, designación de 

árbitros, cinco días, aceptación de estos, cinco días, audiencia instalación, 

designación, presidente y secretario cinco días, traslado para contestar 

demanda, 20 días, traslado solicitud pruebas adicionales, cinco días, primer 
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audiencia, al finalizar la segunda audiencia, inicia el computo del término 

general que son seis meses, se puede prorrogar máximo por seis meses más, 

se puede suspender máximo por seis meses, para proferir y resolver sobre la 

solicitud de aclaración, corrección y complemento del laudo. 

 

Si se promueve recurso extraordinario de anulación del laudo, para lo cual se 

cuenta con 30 días, se corre traslado por 15 día a la contraparte, cinco días 

para remitir a la autoridad competente de resolver el recurso, una vez admitido 

pasa al despacho para resolver dentro de los tres meses siguientes, con la 

salvedad de que el cumplimiento del laudo no se suspende por la interposición 

del recurso. 

 

A partir de lo anterior podemos decir que en el mejor de los casos un proceso 

ante un tribunal arbitral podría estar demorando más o menos un año y dos 

meses aproximadamente.  

 

Es importante precisar que los cálculos son aproximados en uno y otro caso 

dados factores como el cómputo de días feriados por ejemplo, también se 

debe resaltar que en cuanto al término para resolver el recurso extraordinario 

de anulación no obligatorio por lo que fácilmente podría tardar mucho más.  

 

Para concluir sobre este último aspecto podemos ver como con la entrada en 

pleno de la vigencia del Código General del Proceso el arbitraje ha perdido 

una de sus grandes ventajas sobre la jurisdicción ordinaria pues con la 

consagración de términos razonables, máximos y de obligatorio cumplimiento 

para proferir las sentencias en esta jurisdicción, se equiparó en mucho la 

diferencia que existía entre los dos modelos de administración de justicia. 

 

En mi parecer retomando el liderato la justicia ordinaria en este punto, sin 

embargo no se puede dejar de lado, lastres como el de los reiterados ceses 
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de actividades de los funcionarios judiciales y con los cuales se debe sortear 

necesariamente de acudir a esta jurisdicción.  

 

En resumen, el objetivo general de este trabajo de investigación se cumple, 

dado que se realizó una investigación inicial sobre los antecedentes históricos 

normativos que han sido expedidos a lo largo del tiempo en Colombia desde 

que se instituyó el arbitraje en nuestro ordenamiento.  

 

Logrando encontrar que existen una serie de características que han 

permanecido en el tiempo pues le dan forma e identificación a la institución, 

muchas de las cuales a pesar de haber desaparecido en cierto momento se 

han retomado por normas posteriores a partir de la experiencia en su 

aplicación.  

 

Por otra parte con la expedición del Estatuto de Arbitraje Nacional e 

Internacional se consagró expresamente que en nuestro ordenamiento jurídico 

las formas en que el arbitraje se puede pactar, cláusula compromisaria y 

compromiso son un negocio jurídico y por tanto se debe considerar toda la 

teoría que sobre este concepto se ha estructurado a lo largo del tiempo.  

 

A partir de allí se realizó un estudio en el que se caracterizó el pacto arbitral 

como negocio jurídico, señalando cuáles son sus elementos (de la esencia, de 

la naturaleza y accidentales) como parte de la teoría general del negocio 

jurídico.  

 

Por último se elaboró una comparación descriptiva del trámite de asuntos ante 

los tribunales arbitrales frente a la jurisdicción ordinaria, identificando a 

manera de conclusión las principales bondades y desventajas del uno y del 

otro, para con ello dar una herramienta que permita a un más amplio número 

de personas interesadas en considerar el acudir al arbitraje como mecanismo 
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alternativo de solución de conflictos para sajar sus diferencias, con mayor 

objetividad y conocimiento real del mentado mecanismo.  

 

 

  



108 

15. BIBLIOGRAFÍA. 

Bejarano - Guzmán, R. (2016). Procesos declarativos, arbitrales y ejecutivos. Bogotá, 
D.C.: Temis S.A. 

Belandro, R. B. (1988). Arbitraje comercial internacional . Fundacion de cultura 
universitaria. 

Cámara De Comercio De Bogotá. (26 de marzo de 2013). Cámara De Comercio De 
Bogotá, video, Tertulia El Pacto Arbitral, Ciclo de Tertulias nueva ley de 
arbitraje . Bogotá., Colombia. 

Cámara De Comercio De Bogotá, Martínez Neira, Néstor Humberto. (26 de marzo de 
2013). Tertulia El Pacto Arbitral, Ciclo de Tertulias nueva ley de arbitraje. 
Bogotá., Colombia. 

Comité colombiano de arbitraje. (2013). Estatuto arbitral colombiano, analisis y 
aplicación de la ley 1563 de 2012. Bogotá., Colombia: Legis editores s.a. 

Correa Arango, G. (2013). , Comentarios al estatuto de arbitraje y amigable 
composición, ley 1563 de 2012. Bogotá.: Editorial Temis S.A. 

Curso de Derecho Procesal Civil, Tomo I. (1973). Bogotá,: Editorial A. B. C. 
El Arbitraje comercia en la legislación Chilena y su regulación internacional . (1981). 

Santiago.: Editorial Jurídica de Chile. 
Gil Echeverry, J. H. (2013). Régimen arbitral colombiano, ley 1563 de 2012. . 

Bogotá.: Grupo Editorial Ibañez. 
Gómez Gorjón, F. (2000). Arbitraje comercial y ejecución de laudos. . McGraw-

Hill/Interamericana. 
Hinestrosa, F. (2015.). Tratado de las obligaciones II – de las fuentes de las 

obligaciones: el negocio jurídico. Bogotá.: Universidad Externado de 
Colombia. 

Jiménez Valderrama, F. (2015). Teoría del contrato y del negocio jurídico. Bogotá.: 
Legis Editores S.A. 

Ley 1563. (12 de julio de 2012). Estatuto de arbitraje nacional e internacional. 
Bogotá. 

Ley 1564. (12 de julio de 2012). Código general del proceso. Bogotá. 
Lezcano Miranda, M. E. (2016.). Arbitraje nacional e internacional, mecanismo 

alternativo para la solución de conflictos. Bogotá.: Fundación Universitaria 
Autónoma de las Américas. . 

López Blanco, H. F. (2013). Proceso arbitral nacional. Bogotá.: Dupre Editores Ltda. 
Medina Chillón, J. M. (1978.). Tratado de arbitraje privado interno e internacional. . 
Monroy Cabra, M. G. (2012). Arbitraje Comercial, nacional e internacional. Bogotá.: 

Librería Ediciones El Profesional. 
Ospina Fernández, G. –O. (2014). Teoría general del contrato y del negocio jurídico. 

Bogotá.: Editorial Temis S.A. 
Paz Russi, C. A. (2015). Análisis al proceso arbitral, ley 1563 de 2012. Bogotá.: 

Editorial Bonaventuriana. 
Peña, G. (1988). Pacto Arbitral y Arbitramento en conciencia. . Bogotá.: Monografías 

Jurídicas. 
Rey Vallejo, P. (2013). El arbitraje y los ordenamientos jurídicos en Latinoamérica: un 

estudio sobre formalización y judilización. Vniversitas. 



109 

Rio, D. (2003). Teoría general del acto jurídico, 5ª ed. . Santiago : Editorial Jurídica 
de Chile. 

Roca Martínez, J. M. (1991). Arbitraje e instituciones arbitrales. 
Rodríguez Cortés, H. M. (2014). Justicia alternativa y solución de conflictos. Bogotá.: 

Universidad Inca de Colombia, . 
Rozas, J. F. (2008). Tratado del arbitraje comercial en América Latina. Iustel. 
Salgar, J. J. (s.f.). . El arbitraje en el derecho colombiano. Cámara de Comercio de 

Bogotá, 2009. 
Sentencia (Gaceta Judicial. T. CXXXVII). (Corte Suprema de Justicia 29 de mayo de 

1969). 
Sentencia C-1038/02, M.P., Dr. Eduardo Montealegre Lynett., D-4066 (Corte 

Constitucional 28 de noviembre de 2002). 
Sentencia C-226/93, M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero., D-183 (Corte 

Constitucional 17 de junio de 1993). 
Sentencia C-242/97, M.P. Dr. Hernando Herrera Vergara., D-1501 (Corte 

Constitucional 20 de mayo de 1997). 
Sentencia C-294/95 M.P. Dr. Jorge Arango Mejía., D-791 (Corte Constitucional 6 de 

julio de 1995). 
Sentencia C-431/95, M.P. Dr. Hernando Herrera Vergara., D-870 (Corte 

Constitucional 28 de septiembre de 1995). 
Sentencia C-713/08, M.P., Dra. Clara Inés Vargas Hernández., P.E. 030 (Corte 

Constitucional 15 de julio de 2008). 
Sentencia T-057/95, M.P. Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz., T-49986 (Corte 

Constitucional 20 de febrero de 1995). 
Villalba Cuellar, J. M. (2008). Orígenes y panorama actual del arbitraje. 

prolegómenos – derechos y valores - Universidad Militar Nueva Granada, 141-
170. 

 


